INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y, BIENES NACIONALES, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre Bases del Medio Ambiente.
======================================
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, quien ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con calificación de "simple" en todos sus trámites.
Asistieron a algunas de las sesiones de vuestra Comisión los HH. Senadores señora Feliú y señores Hormazábal, Palza y Ríos.
Concurrieron, asimismo, a las sesiones en que vuestra Comisión estudió este proyecto de ley, especialmente invitados, en representación del Ejecutivo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Edgardo Boeninger Kausel; el señor Ministro de Bienes Nacionales, don Luis Alvarado Constenla; el señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, don Rafael Asenjo Zegers; el señor asesor legal de la Comisión del Medio Ambiente, don Sergio Praus García; el señor asesor legal del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, don Zarko Luksic Sandoval, y el señor asesor legal del Ministro Secretario General de Gobierno, don Sergio Vergara Larraín.
Vuestra Comisión escuchó, también, los planteamientos de diversas entidades vinculadas al tema medio-ambiental formulados por sus representantes: los señores Presidente y Abogado Asesor del Centro de Investigación y Planificación del Medio Ambiente, don Guillermo Geisse y don Jaime Undurraga, respectivamente; el señor Presidente de la Compañía de Aceros del Pacifico, don Roberto de Andraca; el señor Director Gerente de Gestión Ambiental Consultores, don Ricardo Katz; el señor representante de la Sociedad Nacional de Agricultura, don Juan Eduardo Correa; el señor Gerente del Departamento de Medio Ambiente de la Sociedad de Fomento Fabril, don Anibal Mege; el señor Presidente del Comité Nacional Pro Defensa de la Flora y Fauna, don Pedro Fernández, y el señor Presidente del Instituto de Investigaciones Tecnológicas, INTEC, don Efraín Friedmann.
Cabe hacer presente que vuestra Comisión, al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, y de conformidad con lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política, acordó oficiar a la Excma. Corte Suprema para que emitiera su pronunciamiento respecto de los artículos de la iniciativa que dicen relación con atribuciones de los Tribunales de Justicia.
Al respecto, por oficio N° 448 de fecha 29 de enero de 1993, esa Excma. Corte comunicó que, en sesión de 28 de enero del mismo año, acordó informar el proyecto en la parte consultada, manifestando su conformidad con los artículos 44, 45, 46, 47 y 51, inciso segundo, del proyecto, (que pasan a ser 47, 48, 49, 50 y 54, inciso segundo, en el texto que os proponemos), por referirse a las atribuciones de los Tribunales de Justicia, materia que es propia de la respectiva ley orgánica constitucional.
Dichos artículos deberían ser, en consecuencia, aprobados con el quórum requerido por la Constitución Política para las leyes revestidas de este carácter.
Asimismo, cabe tener en cuenta que, a juicio de vuestra Comisión, incidirían, también, en materias propias de ley orgánica constitucional los artículos 23 y 52 y las disposiciones contenidas en los Párrafos 1°, 2°, 3°, 4° y 5° del Título Final del texto del proyecto de ley que os proponemos. El primero de los artículos citados, en cuanto afectaría las funciones de coordinación que corresponden al gobernador, en virtud de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regionales, en concordancia con la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; el segundo,, de ellos, por tratarse de una materia propia de la ley orgánica constitucional sobre organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia. Los restantes, por establecer una denominación diferente a la establecida en la ley N° 18.575, para la organización interna del servicio que se crea -CONAMA-, y por incorporar en la estructura del mismo servicio un consejo u órgano colegiado. Ambas materias serían propias de ley orgánica constitucional, en cuanto alteran la organización básica de la Administración Pública determinada por la citada ley N° 18.575.
Se deja constancia, igualmente, que a juicio de vuestra Comisión serían de competencia de la Comisión de Hacienda los artículos 72, 73 y 74 del texto del proyecto que os proponemos.
ANTECEDENTES
Para el estudio de la iniciativa-legal en informe se han tenido en cuenta los siguientes antecedentes:
A.- MENSAJE DEL EJECUTIVO.
El Mensaje con que S.E. inicia el proyecto de ley de la referencia efectúa en primer término una presentación general del tema ambiental. Señala que en la década del sesenta el hombre pudo observar por primera vez su planeta desde la inmensidad del espacio, apreciándolo como una esfera envuelta en nubes, frágil y finita, casi insignificante en el escenario universal, enfrentando a la humanidad ante una realidad que en la vida diaria se niega y desconoce: la existencia de un planeta que tiene límites.
La lucha por la salvación del planeta exige empezar por entender que la defensa del medio ambiente no es sólo un derecho de cada hombre, sino, al mismo tiempo, un "deber humano". En otras palabras, la libertad humana, a estas alturas de la historia, debe reconocer como límite la necesidad de preservar el planeta para las próximas generaciones.
Posteriormente, se aboca al análisis del concepto de desarrollo sustentable, afirmando que no puede haber progreso sólido y estable si no existen simultáneamente equidad social y conservación ambiental. Un desarrollo sustentable debe preservar la tierra y el agua, los recursos genéticos, no degradar el medio ambiente, ser técnicamente apropiado, económicamente viable y socialmente aceptable. A la vez, la conservación del medio ambiente no se puede plantear en un sentido restrictivo. Chile requiere satisfacer necesidades crecientes de vivienda, salud, educación y energía. La protección ambiental no puede plantearse como un dilema frente al desarrollo, sino como uno de sus elementos. Cuando se habla de desarrollo sustentable, se plantea el crecimiento económico con equidad social y con preservación y cuidado de los recursos naturales.
La primera parte del Mensaje termina con un acápite referido a la preocupación por el medio ambiente. Señala que la inquietud por el tema no es reciente ni es privativa del actual Gobierno, haciendo mención ejemplar de diversos textos legales y reglamentarios referidos a temas específicos, dictados a partir de los inicios de este siglo.
Señala, asimismo, que en 1992 la Secretaria Técnica y Administrativa de la Comisión Nacional del Medio Ambiente -CONAMA- efectuó un acabado análisis del universo de normas ambientales o con relevancia ambiental vigentes en Chile, que se tradujo en la publicación, durante el mes de enero de ese año, del texto denominado "Repertorio de la Legislación de Relevancia Ambiental en Nuestro País". Dicho estudio permitió detectar la existencia de 718 textos legales de relevancia ambiental, de diversa jerarquía, que se encuentran vigentes. El estudio concluyó que existía gran dispersión, incoherencia y falta de organicidad en estas normas, como también, que las competencias públicas para la protección y la gestión ambiental se encuentran repartidas y dispersas en una multiplicidad de organismos que operan de manera inorgánica, descoordinada, con paralelismo y ambigüedad de funciones y de responsabilidades. Lo anterior trae aparejado un gran desconocimiento de los alcances de dicha normativa; incertidumbre sobre la vigencia de los textos originales, y un alto grado de incumplimiento de dicha legislación.
Esto obedece a que la legislación ambiental ha sido dictada en forma sectorial y compartimentalizada, sin una visión global e integradora. Por eso no se ha hecho cargo de las relaciones de interacción e interdependencia que se dan entre los diferentes componentes del ambiente, y ha carecido de principios generales y también de objetivos predefinidos a los cuales responder dentro de una política ambiental.
Hecha esta introducción general, el Mensaje pasa a explicitar, en párrafos específicos y acotados, los fundamentos, objetivos y principios que se tuvieron en vista para proponer al Parlamento el proyecto de la referencia, como condiciones para sentar las bases de una gestión ambiental moderna y realista.
1.- FUNDAMENTOS
El proyecto se funda en la necesidad de:
a) Definir una política sobre medio ambiente.
La política ambiental persigue precisar los principios rectores y los objetivos básicos que el país se propone alcanzar en materia ambiental, conciliándolos con las políticas económicas, sociales y de desarrollo. De sus características destaca, en primer lugar, la gradualidad. Los problemas ambientales que sufre el país son el resultado de décadas de aplicación de políticas en las cuales lo ambiental no constituía un aspecto relevante. Por ello, revertir el curso del deterioro ambiental y buscar la forma en que el desarrollo y el progreso se concilien con la conservación del patrimonio ambiental, requiere de una modificación estructural que trasciende las medidas de corto plazo. En efecto, la institucionalización del tema ambiental en el sector público, la revisión y dictación de normas sectoriales, los procesos educativos tendientes al cambio de actitudes respecto del medio ambiente, no pueden sino aplicarse gradualmente. Detener y revertir los procesos de deterioro ambiental tomará décadas, durante las cuales todos los sectores deberán asumir sus respectivos compromisos.
El proyecto de ley es una expresión de dicha gradualidad, porque en esta etapa inicial se requiere, antes que nada, de un gran marco de referencia que siente los criterios básicos y fundamentales que sustentarán las acciones futuras.
Una segunda característica de la política ambiental debe ser el realismo. Sus objetivos deben ser alcanzables, habida consideración de la magnitud de los problemas ambientales existentes, de la forma y oportunidad en que se pretenda abordarlos y de los recursos y medios con que se cuente para ello. En América Latina existe abundante experiencia de códigos o legislaciones ambientales casi perfectos desde el punto de vista doctrinario y teórico, pero que no admiten aplicación por no existir relación entre el aparato institucional encargado de la norma y el contenido de la misma.
b) Contar con una adecuada legislación ambiental.
El proyecto responde a la necesidad de contar con un cuerpo normativo básico que recoja en forma integrada y global los principales temas ambientales y los principios que deberán ser sustento y fundamento de cuerpos legales específicos que se dicten en el futuro.
c) Crear una institucionalidad ambiental.
Es palpable la necesidad de una estructura administrativa que coordine y ejecute las políticas ambientales del país y vele por la aplicación y acatamiento de la normativa jurídica ambiental. En efecto, los temas ambientales requieren de un tratamiento intersectorial para ser enfrentados eficazmente, necesidad que se ve obstaculizada por la multiplicidad de normas ambientales e instituciones públicas con competencias sobre la materia, concebidas y desarrolladas en forma compartimentalizada. Prueba de esto es que no hay ministerio o servicio sectorial que no tenga algún tipo de competencia ambiental.
La institucionalidad ambiental debe desarrollarse sobre dos bases. Por una parte, reconociendo las competencias ambientales de los distintos ministerios y servicios e involucrándolos en los temas ambientales que, por sus respectivas esferas de competencia, les corresponde conocer, y, por otra, generando una capacidad de coordinación al interior del Poder Ejecutivo.
Restar competencias para radicar el tema ambiental en una sola institución, que era una de las opciones a considerar, resulta poco realista, ya que implica reestructurar íntegramente el aparato público a un costo injustificado porque existe una capacidad institucional instalada, la que, debidamente coordinada, puede accionar con plena eficacia.
2.- OBJETIVOS
a) El primer objetivo es dar contenido y desarrollo jurídico a la garantía constitucional que asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.
Es deber del Estado velar por el cumplimiento de dicha garantía, tanto como ente fiscalizador y regulador de las actividades productivas privadas y, cuando corresponda, limitando sus propios impactos negativos al medio ambiente.
Como todos los sectores del país deben desarrollar sus actividades dentro de un esquema de respeto por el ambiente, y explotar los recursos naturales asegurando su sustentabilidad en el futuro, el proyecto entra a regular una serie de intereses en conflicto, todos garantizados en la propia Constitución, procurando que ninguna actividad, por legitima que sea, pueda desenvolverse a costa del medio ambiente.
b) El segundo objetivo es crear una institucionalidad que permita solucionar los problemas ambientales existentes y evitar la creación de otros nuevos, para lo cual se crea la Comisión Nacional del Medio Ambiente, como servicio público regionalmente descentralizado a través de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente, con el deber de coordinar a los organismos y servicios con competencia ambiental y evitar la duplicación de esfuerzos. El Comité de Ministros que preside a la CONAMA y su radicación administrativa en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia resaltan su papel coordinador y le otorgan una cercanía al Presidente de la República que da testimonio de la enorme relevancia asignada al tema.
c) El tercer objetivo del proyecto es crear los instrumentos para una eficiente gestión del problema ambiental. Para este efecto, la ley contempla diversas herramientas, tales como el sistema de evaluación de impacto ambiental, las normas de calidad ambiental, los planes de manejo de recursos y los planes de descontaminación.
d) El cuarto objetivo del proyecto es disponer un cuerpo legal general, que sirva de referencia para toda la legislación ambiental sectorial. En este aspecto, llama la atención el conjunto de definiciones ambientales, que enmarcarán la discusión de los futuros proyectos de ley.
3.- PRINCIPIOS
Detrás de los cuatro objetivos ya señalados, existen una serie de principios que permiten dar coherencia al proyecto, y sin los cuales se hace difícil entender plenamente su alcance y pretensiones. Ellos son:
a) El Principio Preventivo.
Consiste en evitar que se produzcan los problemas ambientales y no intentar superarlos una vez producidos. Este principio se incorpora al proyecto en los siguientes temas:
- La educación ambiental.

Esta enfatiza la necesidad de educar a toda la población, principalmente a los niños y la juventud, en relación a la problemática ambiental. La forma más efectiva de prevenir el surgimiento de las problemáticas ambientales consiste en el cambio de conductas en la población, tarea de largo plazo que sólo se logra mediante la incorporación de contenidos y prácticas ambientales en el proceso educativo (el proyecto trata esta materia en el Párrafo 1º del Título II).

-El sistema de evaluación de impacto ambiental.
Todo proyecto que genere impactos ambientales deberá someterse a este sistema a través de dos mecanismos: las Declaraciones de Impacto Ambiental para los proyectos cuyo impacto sea de menor relevancia, y los Estudios de Impacto Ambiental para los proyectos generadores de impactos de mayor magnitud. Estos últimos deberán considerar, con anterioridad a la ejecución del proyecto, todas las medidas tendientes a evitar o minimizar sus impactos ambientales negativos (el proyecto desarrolla extensamente este instrumentos en el Párrafo 2º de su Título II).
Los planes preventivos de contaminación.
En aquellas zonas que se encuentren próximas a sobrepasar los límites máximos determinados por la respectiva norma de calidad ambiental, la autoridad deberá crear o exigir un plan de prevención a fin de evitar de antemano este evento (la materia se encuentra tratada en el Párrafo 4° -5° del texto propuesto por la Comisión- del Título II).
- Las normas sobre responsabilidad.
Ellas buscan modificar las conductas individuales respecto del medio ambiente, estableciendo un sistema para hacer efectiva la responsabilidad por los daños causados y obligar a su autor a indemnizar al afectado y restaurar el componente ambiental dañado, si procediere (los Párrafos 1° y 2° del Título III del proyecto tratan los aspectos sustantivo y procesal de este tema).
b) El principio de que el que contamina paga.
Quien contamina debe incorporar al costo de los bienes o servicios que produce, las inversiones y medidas necesarias para evitar tal contaminación. Corresponderá al Estado fiscalizar adecuadamente el cumplimiento de esta normativa y de los sistemas de regulación que se creen. En los planes de descontaminación, los costos serán asignados a los propios causantes de la contaminación (esta materia se encuentra en el Párrafo 4° -5° del proyecto propuesto por la Comisión- del Titulo II).
c) El principio del gradualismo.
Como señala el Mensaje, no es factible dar inicio con seriedad a una gestión ambiental moderna y eficaz, sin disponer previamente de un marco legal general que sirva de referencia para la dictación posterior de leyes sobre temas ambientales específicos, objetivo que entre otros persigue el proyecto. Por otra parte, este principio se incorpora a la iniciativa en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental, materia en la cual no cabe requerir en forma inmediata el cumplimiento de los estándares ambientales más exigentes al evaluar el impacto ambiental de un determinado proyecto. Es por eso que se establecen criterios para determinar cuándo procederá una Declaración y cuándo un Estudio de Impacto Ambiental, y se entrega al reglamento su especificación (lo anterior está tratado en el articulo 12,10 del proyecto que propone la Comisión).
d) El principio de la responsabilidad.

El responsable por daño ambiental no sólo debe reparar a su víctima sino restaurar el componente deteriorado. Esta obligación supera el ámbito de la mera responsabilidad civil tradicional, dando origen a un nuevo ámbito de responsabilidad denominada "responsabilidad por daño ambiental" (el proyecto trata de esta figura en sus artículos 41 y 42, 44 y 45 del proyecto que propone la Comisión).
e) El principio de la eficiencia.
Las medidas que adopte la autoridad para enfrentar los problemas ambientales deberán conllevar el menor costo social posible y se privilegiarán aquellos instrumentos que permitan una mejor asignación de los recursos. Por otra parte, la CONAMA será una institución principalmente coordinadora, para lo cual se le establece una estructura orgánica acorde con tales funciones (a estas materias se refiere el articulo 36 y el Titulo Final del proyecto).
f) El principio participativo.
El principio de la participación ciudadana se encuentra presente en las distintas áreas temáticas sobre las que versa el proyecto. En primer término, se procura que las organizaciones locales puedan informarse e impugnar los nuevos proyectos en proceso de autorización, por causar un impacto ambiental significativo y negativo sobre el medio ambiente. Por otra parte, se otorga a terceros distintos de los patrimonialmente afectados la posibilidad de accionar judicialmente para proteger el medio ambiente, e incluso obtener la restauración del daño ambiental. Este principio se manifiesta asimismo en la participación de estamentos representativos de la sociedad civil en la composición del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en la descentralización de la toma de decisiones respecto de proyectos que puedan causar impacto ambiental y en el tema de la educación, instrumento de gran relevancia para la toma de conciencia respecto del tema ambiental (a este principio se sujetan los artículos 4°, 5°, 21, 54, 61, 65, 66, 67, 68, 69 y 70; 3°, 4°, 14, 56, 62, 66, 67, 68, 69 y 70 del texto que os proponemos).
El Mensaje hace presente que en la elaboración del proyecto de ley que ocupa a vuestra Comisión han intervenido activamente organizaciones no gubernamentales, grupos empresariales y personas que han entregado sus significativos aportes y conocimientos en la materia.
Por último, el Ejecutivo señala que el proyecto recoge ideas vertidas tanto en el proyecto de ley sobre medio ambiente presentado por la bancada de Senadores demócrata-cristianos, como en la moción que sobre la misma materia presentaron Senadores de Renovación Nacional.
B.- TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES
Los efectos globales de los problemas ambientales, que trascienden las fronteras de los países, han movido al concierto de naciones a promover la suscripción de tratados y convenios internacionales, a fin de que los Estados adherentes incorporen en sus legislaciones internas, a través de su ratificación, mecanismos de protección del medio ambiente y sus componentes.
Entre los más importantes instrumentos ratificados por Chile cabe mencionar, a vía ejemplar:
1.- El Tratado Antártico, suscrito en Washington el 1° de diciembre de 1959.
2.- El Convenio Internacional para prevenir la Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos, de 1954.
3 – La Convención para la Protección de la Flora, la Fauna y las Bellezas Escénicas Naturales de América, de 1967.
4.- La Convención Sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres, de 1973
5.- El Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono, de 1985.
6.- El Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono, de 1987.
C.- LEGISLACIÓN COMPARADA
El carácter transectorial del medio ambiente ha obligado a los diferentes países a dictar cuerpos legales que sienten los principios y regulaciones básicas, que permitan unificar los criterios a los cuales debe ceñirse la legislación sectorial que conforme a ellos se dicte.
A respecto cabe mencionar, a título ilustrativo, entre otras, las siguientes leyes:
1.- El Acta Sobre Política Nacional del Medio Ambiente (NEPA), de 1970, de los Estados Unidos de Norteamérica.
2.- Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente de Colombia, de 1974.
3.- Ley Orgánica del Ambiente de Venezuela, de 1976.
4.- Código Filipino del Medio Ambiente, de 1977.
5.- Nuevo Código del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales del Perú, de 1990.
D.- DERECHO INTERNO
1.- Análisis de las normas de la Constitución Política de la República de Chile, que dicen relación con el tema del Medio Ambiente.
La Constitución de 1980 reconoció por primera vez la importancia del tema medio ambiental, consagrando como derecho fundamental de las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y encargó al Estado velar por el respeto de ese derecho, facultando al legislador para imponer restricciones especificas a determinados derechos o libertades para preservarlo.
Al respecto, dispone el artículo 19 N° 8°, que la Constitución asegura a todas las personas:
"El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.
La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente".
La norma constitucional en comento se consagró, en una primera oportunidad, en el N° 18 del articulo 1° del Acta Constitucional N° 3, de 1976, con un inciso final -suprimido en la Constitución de 1980- que prescribía que "la integridad territorial de Chile comprende la de su patrimonio ambiental".
En la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, donde nació el texto que, en su esencia, se encuentra hoy vigente, el actual Senador don Sergio Diez manifestó su interés en que el tema fuera debatido y se estudiara una normativa constitucional sobre la materia.
En tales circunstancias, y con la colaboración del profesor don José Luis Cea y un informe de la Comisión Científica y Tecnológica, el jurista Enrique Evans de la Cuadra redactó un proyecto de norma constitucional sobre el medio ambiente que fue analizada más tarde por la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución.
La proposición del profesor Evans, a la que se abocó la citada Comisión de Estudio, se fundaba, entre otras, en las siguientes ideas centrales:
a) Que la soberanía nacional comprende la protección del medio ambiente y los recursos naturales.
b) Que el medio ambiente y los recursos naturales son patrimonio de todos los habitantes actuales y futuros de la Nación.
c) Que el Estado aparece como la única organización revestida de autoridad y poder suficientes para cautelar la preservación y enriquecimiento del patrimonio ambiental.
d) Que deben existir organismos técnicos dotados de imperio, independencia y autonomía para adoptar decisiones sobre los problemas relacionados con la protección del medio ambiente, y abrirse a la acción pública la iniciativa para impetrar dicha protección.
La Constitución Política contempla otras garantías individuales vinculadas a la del N° 8° del artículo 19, esto es, al derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Esta vinculación tiene lugar en la medida que los derechos constitucionalmente amparados por tales garantías, susceptibles de ser restringidos invocando para ello el bien jurídico "medio ambiente libre de contaminación", no pueden quedar indeterminados . Según expresan connotados juristas no se concibe que tal restricción afecte a cualquiera de los derechos reconocidos constitucionalmente. El criterio mayoritario, en este sentido, es que los derechos que resulten restringidos deben estar en directa relación con el desarrollo de actividades que pueden contaminar.
Las garantías constitucionales, por lo mismo, que podrían verse afectadas, a juicio de los profesores Cea, Evans y Lavín, entre otros, y en concepto de los propios miembros de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, serían las siguientes:
La del N° 24 del artículo 19 de la Constitución, que asegura el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales e incorporales. En su inciso segundo esta disposición establece que sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella e imponer las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social.
Para el constituyente la función social de la propiedad comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la "conservación del patrimonio ambiental".
La del N° 23 del artículo 19 de la Constitución, que consagra la libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres o que deban pertenecer a la nación toda y la ley lo declare así. En su inciso segundo señala que una ley de quórum calificado y cuando así lo exija el interés nacional puede establecer limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes. 
La del N° 21 del artículo 19 del texto constitucional, que establece el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.
Cabe indicar, sin embargo, que en las Actas Oficiales de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, se consigna que, en la Sesión N° 186, se manifestaron opiniones, como la de don Sergio Diez, que estiman que también podrían establecerse restricciones a las libertades de locomoción, reunión y trabajo en función del derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.
El inciso segundo del N° 8° del artículo 19 de la Constitución, autoriza a la ley para establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente. De esta manera, la actividad legislativa, en lo concerniente al medio ambiente, posee un fundamento particular al haberse facultado en forma expresa al legislador para imponer restricciones específicas a determinados derechos, a objeto de cautelar la garantía constitucional de vivir en un medio ambiente libre de contaminación.
Con todo, conforme a lo prescrito en el N° 26 del artículo 19 de la Constitución, las normas legales que se dicten en virtud de la Constitución, para regular, complementar o limitar los derechos constitucionales, no podrán afectar los derechos en su esencia ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio.
El constituyente reconoce derechos fundamentales de la persona, regulados en el texto de la Constitución, y establece sus limites y las situaciones en que ellos pueden verse afectados. Asimismo, entrega en forma expresa y restrictiva un mandato al legislador para regular, complementar, limitar o restringir tales derechos e imponer obligaciones a su respecto. En este sentido, las normas legales que se dicten no pueden afectar los derechos en su esencia ni significar obstáculos que impidan su libre ejercicio.
Se concluye, en consecuencia, que sólo la ley puede establecer restricciones al ejercicio de derechos constitucionales con el objetivo preciso y único de proteger el medio ambiente, si por restricciones se entiende reducir a menores límites o grados, o modificar, el ejercicio de derechos que deben quedar expresamente determinados. De allí que las restricciones que se establezcan en la ley deben ser específicas, concretas y no genéricas, afectando únicamente el ejercicio de derechos garantizados por la Constitución y que deben estar determinadamente señalados en la ley.
2.- Otros antecedentes legales.
Tratándose de una iniciativa concebida en términos de una ley marco, que habrá de constituir, por tal razón, el texto fundante del sistema jurídico que se construya en materia medio-ambiental, la única fuente inmediata que podría reconocer en forma nítida es la propia Constitución Política, a la que se ha hecho mención precedentemente.
En el llamado "Repertorio de la Legislación de Relevancia Ambiental Vigente en Chile" se expresa que existen más de setecientos cuerpos legales y reglamentarios que se refieren al tema del medio ambiente. El análisis de todos y cada uno de esos textos resultaría extremadamente difícil de acometer en un informe de esta naturaleza, por ello se ha preferido citar, a vía ejemplar, aquellos textos que por su trascendencia podrían estimarse antecedentes históricos en el ámbito de la regulación medio-ambiental, y en tanto se ocupan de problemas que hoy se hallan en el primer lugar del debate público.
1.- Ley N° 3.133, Sobre Neutralización de los Residuos Provenientes de Establecimientos Industriales, de 1916;
2.- Ley N° 4.601, Ley de Caza, de 1929;
3.- Decreto ley N° 656, Ley de Bosques, de 1925, cuyo texto definitivo fue aprobado por decreto supremo N° 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;
4.- Decreto ley N° 701, Ley de Fomento Forestal, de 1974, cuyo texto fue reemplazado por el decreto ley N° 2.565, de 1979;
5.- Decreto ley N° 3.557, Establece Disposiciones Sobre Protección Agrícola, de 1980;
6.- Ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, de 1989, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y
7.- Decreto supremo N° 185, del Ministerio de Minería, que reglamenta el funcionamiento de establecimientos emisores de anhídridos sulfuroso, material particulado y arsénico en todo el territorio de la República, de 1991.
- - - 

DISCUSIÓN GENERAL
Vuestra Comisión, al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, escuchó los planteamientos del Ejecutivo y de representantes de diversas entidades, especialmente invitados para exponer sobre los fundamentos y criterios que orientan la presente iniciativa legal.
a) Planteamientos del Ejecutivo;
Concurrieron, primeramente, los señores Ministros y personeros de Gobierno individualizados al comienzo de este informe, quienes se refirieron a las orientaciones generales y propósitos de la iniciativa legal.
Los señores representantes del Ejecutivo indicaron que el tema del deterioro medio ambiental se halla en la actualidad en el primer lugar de la discusión pública y privada. La gravedad del problema impone la necesidad, en países en vías de desarrollo, de armonizar crecimiento económico y protección del medio ambiente, en términos tales de obtener un resultado positivo de la ecuación costo ambiental-beneficio económico.
Al respecto, el Ejecutivo considera que resulta de primer interés conferirle al contenido de la regulación medio-ambiental que el país adopte condiciones de legitimidad social, en cuanto las normas respectivas sean el fruto del consenso entre todos los agentes sociales.
Los señores representantes del Ejecutivo señalaron que un punto difícil de establecer fue el de optar entre una ley general y miscelánea o una acotada e intencionada. La primera alternativa supone un proyecto de ley que define conceptos cruciales o fundamentales en el tema medio ambiental, pero cuya especificación queda para leyes sectoriales posteriores. La segunda, en cambio, implica un proyecto de ley sistemático referente a todos y cada uno de los sectores productivos de la vida nacional. Ante el riesgo de crear una legislación inaplicable en la práctica, se prefirió la primera de ellas. De allí que la presente iniciativa legal se denomine "De Bases del Medio Ambiente", pues la idea matriz es establecer instrumentos jurídicos fundantes a partir de los cuales habrán de construirse otras herramientas legales de carácter sectorial, y, finalmente, el sistema de derecho nacional en materia medio-ambiental.
El Ejecutivo estima que son tres los elementos que componen lo que puede denominarse "gestión ambiental adecuada", a saber: la política ambiental, la legislación ambiental y la institucionalidad ambiental.
El primer objetivo de una política medio-ambiental, a juicio de los señores representantes del Ejecutivo, es incorporar la discusión ecológica en las actividades públicas y en las decisiones privadas de producción y consumo. El segundo objetivo consiste en la realización de algunas acciones inmediatas, frente a determinados problemas de contaminación que exigen una solución urgente.
Una política así concebida, agregaron los personeros de Gobierno, debe ser esencialmente preventiva. La eficacia de los mecanismos que se creen debe atender a las realidades sectoriales y regionales.
Las autoridades invitadas expresaron que las áreas fundamentales de la gestión medio-ambiental del Gobierno son el manejo de recursos naturales, el tratamiento global de la contaminación y el tratamiento de determinados problemas medio​ambientales y de contaminación.
El presente proyecto de ley, concluyeron los representantes del Ejecutivo, fundado en el artículo 19 N° 8° de la Constitución Política, estructura un conjunto de mecanismos de evaluación de impacto ambiental y de instrumentos de gestión medio-ambiental que, junto con la implementación de una institucionalidad adecuada, habrán de convertirse en las herramientas centrales de cualquier política sobre el medio ambiente.
b) Planteamientos de las entidades consultadas por la Comisión;
Tal como se indica al inicio del presente informe, ante vuestra Comisión expusieron sus planteamientos los representantes ya individualizados de distintas entidades públicas y privadas vinculadas al tema medio-ambiental, que formularon observaciones y sugerencias al proyecto de ley en referencia.
Los mencionados personeros coincidieron en destacar la importancia de una legislación apropiada en materia medio-ambiental, señalando, al efecto, la positiva evaluación general que el proyecto les merece en cuanto se orienta al llamado "desarrollo sustentable", concepto respecto del cual cada país debe buscar la ecuación exacta entre desarrollo, cuidado ambiental y equidad social.
Igualmente, a juicio de los representantes de las entidades invitadas ante vuestra Comisión, se considera recomendable que la iniciativa legal regule aspectos básicos y generales, no de detalle, lo que permite construir gradualmente y con realismo el sistema jurídico ambiental que el país requiere.
En sus intervenciones ante vuestra Comisión, manifestaron la necesidad de establecer un marco jurídico-legal que contribuya a precaver la descoordinación institucional y la dispersión de atribuciones legales en lo relativo a la gestión ambiental. En idéntico sentido se pronuncian acerca de la conveniencia de consagrar en el texto del proyecto normas ambientales claras que eviten los riesgos de discrecionalidad administrativa, todo lo cual redunda en un incentivo a la actividad productiva. Se trata de simplificar los mecanismos de fiscalización en materia medio-ambiental, cautelando el respeto a las garantías constitucionales, tales como el derecho de propiedad y el derecho de emprender cualquier actividad económica.
Con todo, el texto del Mensaje no satisface el deseo uniforme de todos los sectores de establecer el llamado "sistema de ventanilla única", esto es, un procedimiento de carácter administrativo en que las autorizaciones y los diversos permisos sectoriales relativos a los proyectos productivos que se pretenden llevar a cabo se resuelvan, en lo posible, en una sola instancia o ante una misma autoridad.
Finalmente, propusieron fortalecer las capacidades ejecutivas de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en particular en lo concerniente a la elaboración de normas de calidad ambiental y de emisión, y, junto con ello, otorgarle la máxima relevancia a las definiciones que contiene el articulado del proyecto de ley que ocupa a vuestra Comisión, atendido que han de servir como marco conceptual para las futuras leyes sectoriales. Esta apreciación la formulan invocando el rango de ley común u ordinaria de que se halla revestido el proyecto lo que significaría, a juicio de estos representantes, que no tendría jerarquía sobre las futuras leyes sectoriales, lo cual implicaría que esas definiciones deberán justificarse por su calidad intrínseca.
Se deja constancia que la Comisión estimó de relevancia solicitar su opinión, respecto de la iniciativa, a diversas instituciones del ámbito académico.
Las entidades consultadas que hicieron llegar sus planteamientos por escrito fueron: el Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso, CEAL; la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL; la Asociación Gremial de Industriales de Valparaíso y Aconcagua, ASIVA; la Universidad de Chile; la Universidad Austral de Chile; la Universidad de Talca; la Universidad Técnica Federico Santa María, y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT.
Dichas entidades formularon observaciones de carácter particular al articulado del proyecto, las que se tuvieron a la vista al momento de discutir cada una de las disposiciones de la iniciativa legal.
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La Comisión, teniendo en cuenta los fundamentos planteados por el Ejecutivo en el correspondiente Mensaje y a través de sus representantes; los aportes efectuados por los organismos y entidades escuchados y consultados y, fundamentalmente, por tener la convicción que la problemática relativa al medio ambiente ha ido adquiriendo, con el avance del desarrollo, una trascendencia que torna imperiosa la necesidad de dictar a la brevedad posible una normativa integral y coherente sobre la materia, acordó por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert, dar su aprobación a la idea de legislar.
Dada la importancia de las materias reguladas por el proyecto y su influencia en el sistema socio económico del país, vuestra Comisión consideró indispensable que su contenido sea el reflejo de un amplio consenso entre todos los sectores y corrientes de opinión de la vida nacional, a fin de generar a su respecto las debidas condiciones de legitimidad social.
Cabe dejar constancia que el H. Senador señor Siebert, al fundamentar su voto, y no obstante compartir los conceptos generales expuestos que ameritan la aprobación general del proyecto, hizo presente que merecían tenerse en cuenta la mayoría de las observaciones de carácter general planteadas por los diversos organismos escuchados y consultados por la Comisión. Por esta razón, se reservó el derecho de plantear durante las distintas instancias de tramitación del proyecto indicaciones a los artículos que como consecuencia de las mismas deban modificarse.
De las mencionadas observaciones destacó las más importantes, cuya reseña se efectuó en el acápite b) de la Discusión General de este informe.
Los restantes señores Senadores, por su parte, manifestaron su convencimiento en el sentido de que la discusión particular de la iniciativa contribuiría a perfeccionar aspectos de la misma que deben ser corregidos.
DISCUSION PARTICULAR
El proyecto de ley en informe consta de 75 artículos permanentes, ordenados en cuatro Títulos.
El Título I, denominado "Disposiciones generales", comprende los artículos 1° a 6°. El Título II, cuyo epígrafe es "De los Instrumentos de Gestión Ambiental", consta de cuatro párrafos denominados "De la Educación y la Investigación" (artículos 7° y 8°); "Del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental" (artículos 9° a 23); *De las Normas de Calidad, Protección, Preservación y Conservación Ambientales" (artículos 24 a 28); y "De los Planes de Manejo, Prevención o Descontaminación" (artículos 29 a 38).
El Título III, que trata "De la Responsabilidad Civil", contiene dos párrafos llamados 'Del Daño Ambiental" (artículos 39 a 46), "Del Procedimiento" (artículos 47 a 50).
El Título IV lleva por epígrafe "De la Fiscalización" y comprende los artículos 51 a 53.
El Título Final, "De la Comisión Nacional del Medio Ambiente", se divide en seis párrafos, a saber: "Naturaleza y Funciones" (artículos 54 y 55); "Del Consejo Directivo" (artículos 56 a 61); 'Del Secretario Ejecutivo" (artículos 62 a 64); "Del Consejo Consultivo" (artículos 65 y 66); "De las Comisiones Regionales del Medio Ambiente" (artículos 67 a 71), y "Del Patrimonio" (artículos 72 a 75).
El proyecto de ley contiene asimismo, cuatro Artículos Transitorios.
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A continuación se efectúa una breve descripción de cada una de las disposiciones del proyecto y de los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.
TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°
(Pasa a ser artículo 2°).
Esta disposición contiene una serie de definiciones que se establecen para los efectos del propio proyecto de ley.
Cabe señalar a su respecto, que vuestra Comisión perfeccionó y precisó estas conceptualizaciones, y agregó otras, en razón de que sirvan de marco conceptual general para las leyes sectoriales que se dicten en el futuro, e informan la totalidad del proyecto de ley.
La Comisión acordó, para facilitar el análisis y discusión de este artículo, dividir su votación pronunciándose por cada una de sus letras separadamente.
Letra a)
Además de precisiones en su redacción, se agregó el término "racional", a fin de dejar claramente establecido que el uso y aprovechamiento que se haga de los recursos naturales debe ser siempre mesurado, para así obtener el mayor beneficio posible al momento de su utilización, sin comprometer su potencialidad natural.
- Fue aprobada, en los términos anteriores, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra b)
Con la sola supresión de la expresión "viva o inerte" considerada innecesaria, por estimarse que el patrimonio ambiental comprende tanto los elementos con vida como los que no la tienen, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Debe dejarse constancia, que la Comisión debatió extensamente si convenía conceptualizar "contaminante" cómo fenómeno, como lo propone el Mensaje, o "contaminación" en cuanto a su alcance legal, relacionando este último con las normas de calidad ambiental, y estableciendo que existe contaminación cuando se sobrepasen éstas.
Los representantes del Ejecutivo hicieron hincapié en el hecho de que lo que se pretende es definir un fenómeno, siendo determinante en éste la alusión a "producto de la actividad humana", que permite diferenciarlo de manifestaciones naturales respecto de las cuales no podría responsabilizarse a persona alguna. Precisaron, asimismo, que la responsabilidad procederá cuando efectivamente se sobrepase una "norma de calidad ambiental", aplicándose, en la especie, el Título III del proyecto, sobre responsabilidad ambiental.
Letra c)
En este concepto, vuestra Comisión se mostró partidaria, en primer lugar, de precisar que la evaluación que el documento debe hacer no es el de un impacto ambiental inocuo, sino de aquél significativamente adverso. En segundo lugar, se eliminó el término "pormenorizadamente", pues tratándose de una declaración, bastará una caracterización general del respectivo proyecto o actividad.
- Fue aprobada, con estas adecuaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra d)
A su respecto se produjo un arduo debate entre los miembros de vuestra Comisión, en orden a determinar si procedía mantener la proposición del Mensaje, que define desarrollo, o bien conceptualizar desarrollo sustentable.
Una tesis se basó en que el concepto no admitiría adjetivación alguna, por cuanto todo desarrollo para ser tal requiere ser entendido en un sentido integral y positivo, en el que no cabe el deterioro de los recursos ni un crecimiento inarmónico de los distintos elementos que lo componen.
Por otra parte, se sostuvo que la definición debe justificarse en cuanto tenga trascendencia jurídica para los efectos de la aplicación e interpretación de la ley. Teniendo en cuenta que el concepto de "desarrollo sustentable" sí tiene una significación importante en la temática ambiental, se optó por definir este último.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes en la sesión, HH. Senadores señores Pacheco, Papi y Siebert.
Letra e)
En esta conceptualización, de suyo compleja, los representantes del Ejecutivo, propusieron acidificarla, teniendo como base el texto en inglés de la Convención sobre Diversidad Biológica, suscrita en la Conferencia de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, celebrada en el mes de junio de 1992. Esta reformulación deja claramente establecido que la biodiversidad es un valor entre componentes, de una especie, entre especies y entre ecosistemas, en relación con la variedad, entendiendo ésta como riqueza de especies y número de individuos.
Teniendo en cuenta lo anterior, y dado que dicha Convención alude también a *biodiversidad" como sinónimo del concepto que se analiza, la Comisión optó por incluir ambos términos.
- Fue aprobada, con las modificaciones ya anotadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra f)
Sólo fue objeto de modificaciones en su redacción con dos propósitos. Evitar, en primer lugar, problemas de interpretación, ya que los Estudios de Impacto Ambiental procederán en el caso de que se inicie un nuevo proyecto o actividad, o bien, cuando se modifique una situación ya existente. Por ello se alude a un "proyecto o actividad que se pretenda llevar a cabo o su modificación." El estudio debe ofrecer un análisis contrastado entre la situación existente y la futura, considerando los componentes medio ambientales que se verán alterados por el nuevo proyecto o su modificación.
En segundo lugar, la redacción resalta el elemento central del Estudio de Impacto Ambiental, esto es, la significación de los impactos negativos y relevantes, debiendo presentar alternativas valoradas para minimizar tales impactos.
Con las modificaciones explicitadas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra g)
Se modificó su redacción, a fin de evitar, por una parte, hacer referencia a los sistemas ambientales, debido a la ambigüedad del término y a la imprecisión del entorno involucrado en el mismo, y, además, centrar el concepto en el impacto producido por un determinado proyecto o actividad.
En consecuencia, fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra h)
Fue objeto de modificaciones con el objeto de incorporarle elementos complementarios -como el sustrato químico- entre los componentes del medio ambiental; la idea de dinamismo del medio ambiente, es decir, su inherente capacidad de cambio, y la influencia en el mismo de elementos socio culturales.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra i)
Considerando que los factores de concentración y de tiempo no actúan aisladamente el uno del otro, sino que concurren en diversas combinaciones entre ellos en la realidad medio ambiental, se perfeccionó su redacción a fin de dejar claramente establecida dicha distinción. Asimismo, se suprimió su frase final, por estimarse innecesaria.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra j)
Vuestra Comisión, teniendo presente que la Constitución Política le asigna al Estado el deber de tutelar la preservación de la naturaleza, prefirió definir la acción de preservación más que el concepto de naturaleza, ya que este último aunque intuitivamente claro, presenta grandes dificultades para precisarlo.
- Fue aprobada, en estos términos, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letras k) y l)
Estas letras definen norma de calidad ambiental y norma de emisión.
Teniendo en cuenta la nueva concepción aprobada por la Comisión para el párrafo 3° del Título II, cuyas ideas centrales se reseñan al iniciar el análisis del mismo, se optó por distinguir entre normas primarias y normas secundarias de calidad ambiental, conceptos que quedaron ubicados como letras k) y 1) del texto que os proponemos.
Cabe dejar constancia que no se estimó necesario conceptualizar la norma de emisión, por cuanto se trata de un instrumento más de gestión ambiental.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra m)
Se perfeccionó su redacción, enumerando los distintos componentes del medio ambiente que forman parte del patrimonio ambiental, y las características del mismo que resulta necesario preservar para la satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes y futuras.
- La unanimidad de los HH. Senadores miembros de la Comisión le dio su aprobación, señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra n)
(Se elimina).
Se estimó que este concepto se encuentra implícito en la definición de preservación de la naturaleza contenida en la letra j).
- Se aprobó su eliminación con los votos de la unanimidad de los HH. Senadores miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra o)
(Pasa a ser letra n).
Sólo fue objeto de modificaciones formales.

Cabe señalar que respecto de los conceptos contenidos en las letras a), j) y n), vuestra comisión, a fin de evitar interpretaciones erróneas, consideró necesario dejar expresa constancia que, a su juicio, no revisten el carácter de normas interpretativas de la Carta Fundamental.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra p)
(Pasa a ser letra o).
Sólo fue objeto de modificaciones en su redacción que contribuyen a darle mayor precisión.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra q)
(Pasa a ser letra p).
En consideración a que la obligación de restaurar el medio ambiente no siempre es posible, en los términos en que viene propuesta, se modificó su redacción en este sentido.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra r)
(Pasa a ser letra q).
Fue aprobada en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Letra s)
(Pasa a ser letra r).
- Fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
o o o o o o
Letra s), nueva.
Se incorporó esta nueva letra, que define la línea de base, en razón de las modificaciones introducidas al párrafo sobre evaluación de impacto ambiental y, particularmente, como consecuencia de la incorporación a la iniciativa de un nuevo artículo, que figura como 11 en el texto que os proponemos.
o o o o o o
Artículo 2°
(Pasa a ser articulo 1°).
Indica que la protección y preservación del medio ambiente y la conservación del patrimonio ambiental se regularán por las normas contenidas en el proyecto de ley que ocupa a vuestra elisión, sin perjuicio de lo que otras normas legales y reglamentarias establezcan sobre la materia.
Primeramente cabe señalar que vuestra Comisión, por razones de técnica legislativa, prefirió ubicar este artículo dando inicio a la ley.
En cuanto a su redacción, cabe señalar que se adaptaron sus términos a los utilizados por la Constitución Política, y se suprimió su frase final, en razón de que daría a entender que la ley en informe puede coexistir con disposiciones reglamentarias contrarias o incompatibles con su articulado.
- Fue aprobada con esas enmiendas por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 3°
(Se suprime).
Somete a todas las personas a las restricciones, obligaciones y limitaciones contenidas en las leyes sobre protección, preservación y conservación del medio ambiente, y hace de su cargo los costos que se deriven de dicha sujeción.
Se estimó, que su contenido es obvio y no hace más que repetir principios contemplados en la Carta Fundamental.
- Vuestra Comisión, con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert, acordó eliminarlo.
Artículo 4°
(Pasa a ser artículo 3°).
Consagra el principio según el cual, todo el que cause daño al patrimonio ambiental esté obligado a repararlo efectuando la correspondiente restauración material, si fuera posible, e indemnizando en conformidad a la ley.
Se modificó su redacción incorporando el principio de responsabilidad subjetiva que rige en nuestro derecho, teniéndose en cuenta las modificaciones que se incorporan al Título III del proyecto.
- Fue aprobado, en esos términos por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 5°
(Pasa a ser artículo 4°).
Impone al Estado el deber de y facilitar la participación ciudadana en talas las actividades de protección del medio ambiente.
Se introdujeron cambios a su redacción, a fin de dar énfasis, en el concepto, a la participación ciudadana.
- Fue aprobado, en esos términos por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 6°
(Se suprime).
Establece que el ejercicio de cualquier actividad económica deberá ajustarse a las restricciones específicas y a las obligaciones que emanen de la ley, con el objeto de proteger el medio ambiente.
- Vuestra Comisión suprimió este artículo, debido a que contiene una remisión a la Carta Fundamental la cual en su artículo 19 N° 21, sienta el mismo principio, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
TITULO II
DE LOS INSTRUMENTOS DE GESTIÓN AMBIENTAL
Párrafo 1° De la Educación y la Investigación.
Artículo 7°
(pasa a ser articulo 5°).
Declara, en su inciso primero, que el proceso educativo deberá comprender la transmisión de conocimientos, la internalización de valores y el aprendizaje de habilidades que hagan posible la comprensión de los problemas ambientales y sus consecuencias, el desarrollo de actitudes que tiendan a prevenirlos y resolverlos y una adecuada capacitación, que permita una actuación eficaz en materia medio ambiental.
En su inciso segundo prescribe que el contenido de los programas de estudio deberá reflejar las ideas precedentemente expuestas.
El inciso tercero obliga a los organismos del Estado a realizar y promover campañas educativas informales y de extensión orientadas a los propósitos ya reseñados.
Cabe dejar constancia que vuestra Comisión concedió especial importancia a la discusión cié esta norma, en razón de que consideró que una debida respuesta al desafío ecológico pasa por profundizar en la conciencia ciudadana determinados principios y valores, que permitan comprender con realidad los problemas ambientales y sus consecuencias. Entre estos valores, estimó que cobran relevancia aquellos de carácter moral, como el respeto hacia los demás, que constituyen un sustrato básico y anterior, del cual eranan, necesariamente, aquellos de carácter más específico relativos al medio ambiente.
Para responder a tales propósitos se modificó la disposición en la forma que aparece en el texto que os proponemos.
Vuestra Comisión aprobó este artículo por la unanimidad de los miembros de nuestra Comisión presentes en la sesión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 8°
(Pasa a ser articulo 6°).
Señala que los fondos de investigación científica, desarrollo tecnológico y social deberán considerar proyectos relativos al medio ambiente. 
Sólo fue modificada en el sentido de precisar que los fondos actualmente existentes -tales como FONDEF o FONDECYT- que tengan asignados recursos por la Ley de Presupuestos, deberán contemplar un ítem relativo a proyectos de protección del medio ambiente.
Con esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Párrafo 2°
Del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental
Cabe dejar constancia que en este párrafo se recogieron gran parte de las observaciones planteadas por los órganos y entidades consultadas y oídas por la Comisión, lo que se tradujo en una completa reestructuración del mismo.
Artículos 9° y 10
(Pasan a ser artículos 7° y 8°).
El primero de ellos establece que los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental que crea este proyecto de ley, el que está integrado por Declaraciones y Estudios de Impacto Ambiental, los que sólo serán obligatorios para las actividades y conforme a los criterios que fijan los artículos 11 y 12, que pasan a ser 9° y 10 en el texto que os proponemos. Esta norma también posibilita la presentación voluntaria de una Declaración de Impacto Ambiental.
La segunda de estas disposiciones define, en su inciso primero, la evaluación de impacto ambiental como el procedimiento en virtud del cual la Irrisión Nacional o Regional del Medio Ambiente, según sea el caso, se pronuncia sobre el impacto ambiental de un proyecto o actividad, previa entrega por parte del interesado de todos los documentos que permiten acreditar que se cumple con la normativa vigente para su realización. Este proceso, conforme al inciso segundo, deberá considerar la opinión de todas las autoridades con competencia ambiental, según la naturaleza del proyecto o actividad de que se trate. De acuerdo con el inciso tercero los Ministerios y organismos públicos con competencia ambiental tienen derecho a reclamar contra la resolución de la autoridad competente cuando su opinión no haya sido escuchada. Esta reclamación se rige por las normas del artículo 20 del proyecto.
- Vuestra Comisión aprobó un texto sustitutivo de ambas normas, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
La finalidad del nuevo texto, además de ordenar de manera más sistemática del procedimiento de evaluación de impacto ambiental, refuerza el concepto de "ventanilla única" a que se ha hecho alusión en la primera parte de este informe, obligando a CONAMA o a la COREMA, según el caso, a efectuar una real labor de coordinación para la obtención de los permisos sectoriales ambientales que tengan relación con el proyecto o actividad que se pretenda iniciar o modificar.
Artículo 11
(Pasa a ser articulo 9°).
Indica los proyectos o actividades que habrán de someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental.
El exhaustivo listado que al respecto esta disposición contempla admite la siguiente r I osificación: proyectos o actividades relativos a energía eléctrica, nuclear y tóxica, sus derivados y desechos; proyectos o actividades relativas a obras de ingeniería hidráulica; proyectos o actividades relativos a obras de transporte, de urbanismo y de turismo; proyectos o actividades mineras, industriales, forestales y de pesquería; proyectos o actividades de saneamiento y de neutralización, tratamiento y disposición de residuos industriales y aquellos que «aplican un cambio en el uso del suelo.
Vuestra Comisión introdujo diversas modificaciones a esta disposición con el propósito de establecer, con la mayor certeza posible, qué proyectos t actividades deberán someterse al sistema de que se trata y cuáles quedarán al margen del mismo. Para ello incorporó elementos objetivos y cuantificables a algunas de sus letras -por ejemplo a) y c)- y reordenó f precisó otras.
- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 12
(Pasa a ser artículo 10).
Señala los diversos criterios que deben observarse para determinar cuándo procederá una declaración o un Estudio de Impacto Ambiental. Entre ellos cabe destacar los siguientes: riesgo grave para la salud de la población; la magnitud, esto es, la superficie involucrada; los efectos sobre la conservación de los recursos naturales renovables; los efectos socio-económicos y culturales; la reversibilidad del impacto ambiental.
Con el mismo propósito descrito en el artículo anterior, vuestra Comisión introdujo modificaciones a esta disposición, objetivizando de la mejor manera posible las condiciones y criterios que se tendrán en cuenta para determinar qué proyectos o actividades estarán obligados a elaborar un Estudio de Impacto Ambiental. Se señala que deberán hacerlo aquellos que reúnan al menos uno de dichos criterios y condiciones.
Cabe destacar que también se efectuaron precisiones y reordenaciones de sus letras, en aras de una mejor comprensión de sus contenidos.
Además, se incorporó un nuevo inciso que señala que a falta de norma vigente para la determinación de la calidad de efluentes, emisiones o residuos se utilizarán como referencia las normas internacionales que señala el reglamento.
- Fue aprobado, con las modificaciones descritas, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
o o o o o o 
Artículos 11, 12 y 13 nuevos
Con el propósito de asegurar la objetividad y uniformidad del procedimiento de calificación de los Estudios de Impacto Ambiental, vuestra Comisión aprobó la inclusión de tres nuevas disposiciones al proyecto.
En la primera, se señalan las materias que todo Estudio de Impacto Ambiental deberá abordar, las que podrán ser posteriormente desarrolladas por el reglamento respectivo. La segunda, fija los contenidos mínimos que deberá contener ulteriormente el reglamento atingente a la elaboración y calificación de los Estudios de Impacto Ambiental. La última, contempla las exigencias a las que deberá sujetarse el procedimiento administrativo para la tramitación de los Estudios de Impacto Ambiental.
Cabe dejar constancia que vuestra Comisión tiene conciencia del carácter reglamentario del artículo 12 que os proponemos. No obstante, a fin de lograr un debido consenso entre las distintas opiniones formuladas en relación a las materias contenidas en el párrafo que se analiza, sobre el sistema de evaluación de impacto ambiental, mantuvo esta norma en estos términos.
- Estas normas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
o o o o o o
Artículos 13, 14, 15, 16, 18 y 19
(Pasan a ser artículos 15, 16, 17, 18, 19 y 20, reordenados. El artículo 21 original, pasa a ser 14, y se describe más adelante).
El artículo 13 establece que procederá efectuar una Declaración de Impacto Ambiental con anterioridad a la ejecución de cualquier proyecto o actividad sometido a las normas sobre protección del medio ambiente, cuando no tenga impacto ambiental significativo.
El artículo 14 prescribe, en su inciso primero, que se otorgará sin más trámite la autorización para desarrollar proyectos o actividades sujetos a Declaración de Impacto Ambiental, cuando el titular respectivo declare bajo juramento sobre la veracidad del contenido de su presentación. No obstante, si la Comisión Regional del Medio Ambiente considera que el proyecto o actividad debe someterse a un estudio de Impacto Ambiental, podrá revocar dicha autorización. Según su inciso segundo, si la Declaración de Impacto Ambiental contiene compromisos ambientales voluntarios el titular estará obligado a cumplirlos.
El artículo 15 dispone que corresponderá efectuar un Estudio de Impacto Ambiental con anterioridad a la ejecución de cualquier proyecto o actividad sometido a las normas sobre protección del Tedio ambiente, que pueda tener un impacto ambiental significativo. Este estudio deberá presentarse ante la Comisión Regional del Medio Ambiente que corresponda.
El artículo 16 regula, en sus cuatro incisos, el procedimiento y los plazos y recursos que proceden en la gestión de evaluación de impacto ambiental de proyectos o actividades sometidos a las normas sobre protección del medio ambiente, distinguiendo dos tipos de tramitación según si el proyecto o actividad da lugar a una Declaración de Impacto Ambiental, o bien a un Estudio de Impacto Ambiental. Cabe destacar que en contra de la resolución dictada por el Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente el afectado podrá interponer recurso de reposición. 
- - - - - -

El artículo 17 se analiza, en razón de que se trasladó, más adelante.
- - - - - -

El artículo 18 establece el derecho del interesado a reclamar ante el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente respecto del incumplimiento de los plazos en el proceso de «valuación de impacto ambiental. El Secretario Ejecutivo podrá fijar un plazo de hasta 60 días para dictar la resolución respectiva, bajo apercibimiento de tenerse por aprobado el proyecto.
El artículo 19 regula la eventualidad de que un proyecto o actividad pueda causar impactos ambientales que excedan el territorio de una región. Señala, al efecto, que las Comisiones Regionales de Medio Ambiente de las regiones potencialmente afectadas decidirán de consuno respecto del proyecto o actividad. Si son más de dos, el pronunciamiento corresponderá a la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Su inciso segundo establece plazos diferenciados para emitir la respectiva resolución, se traté de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental. En el primer caso, el plazo es de sesenta días; en el segundo, de ciento cincuenta, contados desde la representación. Tales plazos pueden prorrogarse por otros sesenta o ciento cincuenta días, respectivamente, en casos calificados y debidamente fundados.
Los artículos descritos precedentemente fueron reordenados por vuestra Comisión conforme se pasa a explicar en los párrafos siguientes.
Se reguló, en primer lugar, todo lo relativo al Estudio de Impacto Ambiental (artículos 15, 16 y 17 del proyecto que os proponemos).
Cabe destacar, que en materia procedimental, se exige a la CONAMA que, al momento de pronunciarse favorablemente sobre un Estudio de Impacto Ambiental, acompañe todos los permisos o pronunciamientos ambientales que deban o puedan ser otorgados por los servicios públicos competentes de acuerdo con la legislación vigente. En caso de que no pueda emitir su pronunciamiento debido a la falta de otorgamiento de dichos antecedentes, es deber de la misma Comisión requerir al servicio público, en un determinado plazo, bajo apercibimiento de tenerlo por otorgado favorablemente.
Con ello se pretende reforzar el concepto de "ventanilla única" a que ya se ha hecho referencia, al exigir a la CONAMA que se relacione internamente con el resto de las autoridades que tienen competencia ambiental sobre el respectivo proyecto, si aquéllas no han otorgado las correspondientes autorizaciones. De esta manera se invierte el peso de la prueba, pues esta carga que normalmente correspondería al interesado pertenece, ahora, al organismo técnico en materia ambiental, lográndose agilizar y desburocratizar el sistema de evaluación, cuestión de especial interés cuando se pretende llevar a cabo un proyecto económico.
En los artículos 18, 19 y 20 del texto que os proponemos trata lo relativo a las Declaraciones de Impacto Ambiental, las que proceden para aquellos proyectos y actividades que deben someterse al sistema de impacto ambiental, y que no requiere elaborar un Estudio de Impacto Ambiental. Esto último, debido a que no reúnen ninguna de las condiciones enumeradas en el artículo 10 del proyecto aprobado por la Comisión. Las normas citadas se refieren a los aspectos formal, de procedimiento y de publicidad exigidos para las Declaraciones de Impacto Ambiental.
Se advierte que también en este caso se reforzó el concepto de "ventanilla única", al establecerse que transcurrido el plazo que tiene la autoridad para pronunciarse sobre la Declaración de Impacto Ambiental, deberá, a petición del interesado, requerir al servicio público correspondiente para que errata su pronunciamiento en un determinado lapso, bajo apercibimiento de tenerlo por otorgado.
Por último, es necesario destacar trae se variaron los plazos para que la autoridad se pronuncie respecto de una Declaración de Impacto Ambiental y de un Estudio de Impacto Ambiental, conforme se señala en el texto que más adelante se describe.
- Estas disposiciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión presentes en la sesión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 20
(Pasa a ser articulo 21).
Prescribe, en su inciso primero, que si se establece la inadmisibilidad de una Declaración de Impacto Ambiental o si se rechaza un Estudio de Impacto Ambiental, el responsable del proyecto podrá presentar una nueva Declaración o Estudio. En contra de la resolución que no da lugar a una Declaración de Impacto Ambiental, o que rechaza o impone exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, podrá reclamarse ante el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o ante esta misma Comisión, respectivamente, estableciéndose de esta Bañera una instancia de reclamación de carácter administrativo. La reclamación, de acuerdo con el Inciso segundo, deberá ser interpuesta dentro de los treinta días siguientes a la notificación, y será resuelta fundadamente por la autoridad competente en un plazo máximo de sesenta días desde su interposición.
Esta disposición, con excepción de su primera parte que quedó incluida en la nueva formulación de los artículos anteriores, pasó a ser inciso primero del artículo 21 que os proponemos. El inciso segundo de esta disposición aclara que también procederá la reclamación por la vía judicial, de acuerdo al procedimiento que establecen los artículos 42 y siguientes del texto aprobado por la Comisión.
Artículo 17
(Pasa a ser artículo 22).
Esta disposición, en su inciso primero, somete los proyectos del sector público, empresas del Estado y aquellos que obtengan financiamiento estatal al mismo procedimiento de evaluación de impacto ambiental, y a idénticas exigencias técnicas, requerimientos y criterios de carácter ambiental aplicables al sector privado. De acuerdo con sus incisos segundo y tercero, la presentación de los documentos e informes respectivos corresponderá al Ministerio de Planificación y Cooperación para que la Comisión Regional del Medio Ambiente o la Comisión Nacional, según sea el caso, decida sobre la materia. La resolución firme de estas ultimas es obligatoria para el Ministerio de Planificación y Cooperación.
- Esta disposición, con algunas mmodificaciones formales, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 21
(Pasa a ser artículo 14).
Contempla, en sus cinco incisos, un procedimiento destinado a darle publicidad tanto a la Declaración o Estudio de Impacto Ambiental como a la documentación adicional necesaria para llevar a cabo un proyecto o actividad sometido a las normas sobre protección del medio ambiente. Lo anterior, a fin de asegurar la participación informada de la comunidad en las diversas etapas de la gestión de evaluación de impacto ambiental, permitiéndose a las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica formular observaciones ante las autoridades competentes.
A esta disposición se le dio una nueva ubicación, excluyendo de su aplicación a las evaluaciones de las Declaraciones de Impacto Ambiental, por estimarse innecesario.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 22
(Pasa a ser articulo 23).
Establece que la Comisión Nacional del Medio Ambiente propenderá a uniformar todo lo relativo a requisitos y procedimientos exigidos por los Ministerios y demás organismos públicos competentes, en materia de evaluación de impacto ambiental.
- Fue aprobada, con modificaciones en su redacción, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 23
(Se suprime).
Entrega a un reglamento la indicación de los contenidos, exigencias técnicas y demás procedimientos aplicables a las Declaraciones y Estudios de Impacto Ambiental, y a su revisión y aprobación por parte de la autoridad competente.
- Esta norma se suprimió por ser incompatible, en los términos que viene propuesta, con la nueva proposición que formula vuestra Comisión para el sistema de evaluación de impacto ambiental. En éste se hace referencia específica a determinados aspectos que deberá contemplar el reglamento de esta ley.
- Fue aprobada su supresión, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Párrafo 3°
De las Normas de Calidad, Protección, Preservación y

Conservación Ambientales
Cabe hacer notar, respecto de este  párrafo, que vuestra Comisión introdujo algunas  innovaciones al proyecto enviado por el Ejecutivo.
En primer lugar, hizo una distinción entre normas primarias y normas secundarias de calidad ambiental. Las primeras tienen por objeto determinar los valores de aquellas sustancias o elementos que puede constituir un riesgo para la vida y la salud de la población. Las segundas, persiguen el mismo objeto, respecto de aquellos elementos que pueden restituir un riesgo para la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la conservación del patrimonio ambiental.
Asimismo, estableció determinadas exigencias, en cuanto a requisitos y formalidades de publicidad, que debe cumplir el reglamento que las dicte y, en general, perfeccionó y completó este procedimiento, según se pasa a explicar al analizar cada una de sus normas.
En cuanto a su epígrafe, se armonizó su denominación a los términos utilizados por la Constitución Política en materia ambiental.
Artículo 24
En su inciso primero, faculta al Presidente de la República para dictar un decreto supremo en virtud del cual se establecerán normas de calidad, protección, preservación y conservación relativas a los componentes básicos del medio ambiente.
En su inciso segundo, indica que un reglamento establecerá los procedimientos que deberán observarse para la dictación de las normas señaladas precedentemente. Dichos procedimientos deberán contemplar una adecuada publicidad de sus contenidos, plazos y etapas.
En esta disposición se efectuó la distinción, precedentemente aludida, entre norma primaria y secundaria de calidad ambiental. Además, con el propósito de que esta materia cumpla con las condiciones de objetividad y determinación necesarias, «n beneficio de los afectados por el sistema, se estableció que dichas normas de calidad ambiental serán de aplicación general en todo el territorio de la República, deberán corresponder a niveles de riesgo homogéneo y definirán los niveles que originan situaciones de emergencia.
Con la misma finalidad, se determinaron en la ley las etapas que deberá considerar, a lo menos, el reglamento que se dicta en materia de procedimiento para la dictación de tales normas de calidad; se incorporó al Ministro Secretario General de Gobierno a la dictación del decreto supremo respectivo, y se entregó a CONAMA la facultad de coordinar el proceso de generación de tales normas y la determinación de los programas de cumplimiento de las mismas.
Se señaló que toda norma primaria de calidad ambiental será revisada por lo menos cada cinco años, aplicando el mismo procedimiento antes señalado. Ello, con el mismo propósito que tuvo el Ejecutivo para no ser partidario de establecer las normas de calidad ambiental por ley -problema que será analizado a continuación-, es decir, otorgar a la autoridad la debida flexibilidad que necesita para enfrentar los problemas ambientales en el momento en que éstos se presenten tomando en consideración sus especiales y determinadas características.
Por último, cabe destacar que el artículo en comentario fue materia de un intenso debate en el seno de vuestra Comisión, encaminado a establecer si las normas primarias de calidad ambiental deben ser fijadas por ley o si basta que lo sean por vía reglamentaria.
La opinión mayoritaria sustentada por los miembros de vuestra Comisión es que la complejidad de los problemas medio-ambientales demanda un sistema jurídico flexible, capaz de adaptarse con rapidez a los nuevos requerimientos. De allí que sea preferible que las normas primarias de calidad ambiental no deban ser generadas por ley, cuyo proceso de formación es de suyo más complejo que el que corresponde a un reglamento. Además, el carácter especializado que poseen las normas primarias no se corresponde con una discusión de naturaleza política, que es la que se suscita al interior de todo proceso legislativo.
El H. Senador señor Cantuarias sostuvo la opinión de minoría, estimando que la conveniencia de que las normas primarias de calidad ambiental fuesen consagradas por la ley se afirma en dos ideas fundamentales. La primera de ellas consiste en que al tener esta clase de normas jerarquía de ley se propende a un mayor grado de legitimidad social en la materia. La segunda, se enmarca en una visión general del problema, que entiende que la ley de Bases del Medio Ambiente deberla tener rango orgánico constitucional, y la que se dictara a propósito de las normas primarias de calidad ambiental rango de ley común. De este modo se crearía un sistema de mayor estabilidad y de subordinación de unas fuentes con respecto de otras, lo cual contribuirla a asegurar en favor de la actividad productiva nacional un conjunto de reglas claras y permanentes .
- Sometido el artículo a votación fue aprobado con las enmiendas ya descritas con los votos a favor de los HH. Senadores señores Pacheco, Ortiz de Filippi, Papi y Siebert, y el voto en contra del H. Senador señor Cantuarias.
Artículo 25
(Pasa a ser artículo 29).
Establece que toda emisión, depósito o infiltración de sustancias o materiales susceptibles de deteriorar la calidad de los suelos, aire y aguas o de afectar la salud de las personas, quedarán sujetas a las normas de calidad ambiental relativas a estos elementos, que deberán dictar los organismos competentes, con la coordinación de CONAMA.
Esta disposición fue suprimida por vuestra Comisión por innecesaria.
En su lugar, se incluyó una norma que obliga a los organismos del Estado a desarrollar programas de medición y control de la calidad ambiental del aire, agua y suelo.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 26
En su inciso primero, encarga al Estado la administración y supervigilancia de un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.
El inciso segundo establece el deber del Estado de fomentar e incentivar la creación de áreas silvestres protegidas de propiedad privada. agrega que para desafectar estas áreas silvestres se requerirá autorización previa del organismo administrador del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.
En estas áreas protegidas se entienden incluidas, de acuerdo con el inciso tercero, los lagos, lagunas, tranques, cursos de aguas y pantanos situados dentro de su perímetro.
El inciso cuarto, prescribe que cualquier actividad significativa de carácter científico, educacional, turístico o comercial a ser desarrollada en las áreas protegidas deberá contar con la autorización previa del organismo administrador del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.
Esta disposición fue primeramente modificada, eliminándose la segunda parte de su inciso segundo, en razón de que no regulaba en su integridad lo relativo a la afectación y desafectación de las áreas protegidas, ya que nada dice respecto de la desafectación de las áreas protegidas de dominio publico, ni tampoco de la situación de las áreas protegidas que no forman parte de dicho sistema. Como consecuencia de esta modificación, rigen en la materia, por una parte, el decreto ley N° 1.939 de 1977, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, y las reglas generales de derecho común.
Este articulo fue objeto, además, de modificaciones en su redacción que contribuyen a otorgarle mayor precisión.
- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 27
Con el objeto de conservar la diversidad biológica, encarga a los organismos competentes del Estado la confección de un inventario de las especies de flora y fauna silvestre y la fiscalización de las normas que imponen restricciones a su corte, captura, caza, comercio y transporte.
Respecto de este artículo, se produjo un debate en vuestra Comisión, respecto a si el Estado estarla en condiciones de asumir una obligación de esta naturaleza. Se concluyó que a lo imposible nadie está obligado, precisándose, sin embargo, a sugerencia del H. Senador señor Siebert, que los inventarios a que se hace referencia privilegiarán, en su cuantificación e identificación, aquellas especies que estén en alguna categoría de conservación.
- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 28
Encarga a una ley especial la regulación del uso del suelo para evitar su pérdida y degradación.
Se discutió la necesidad de incluir esta norma, determinándose finalmente, que es indispensable mantenerla en el texto de la ley, en razón de que hasta la fecha no se ha regulado por ley, de manera coherente y sistemática, la utilización de este componente ambiental.
- Fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert. 
o o o o o o
Se incluyó un nuevo párrafo al proyecto -4° del texto que os proponemos- en el que se trata en el articulo 29 del texto propuesto por vuestra Comisión lo relativo a las normas de emisión, materia contenida en el proyecto original en el artículo 36.
Dichas normas de emisión, cuyo carácter específico o puntual, referido por ejemplo al porcentaje de descarga de una chimenea, a diferencia de las normas de calidad, que se aplican en un contexto general, aconseja tratarlas separadamente.
- Se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
o o o o o o
Párrafo 4°
(Pasa a ser Párrafo 5°).
De los Planes de Manejo, Prevención y
Descontaminación
El articulado del párrafo 4° ha sido sustituido y reordenado íntegramente a fin de dar un tratamiento sistemático a las normas correspondientes a los Planes de Prevención y de Descontaminación, instrumentos, que en distinto grado, tienen por objeto velar por que se respeten las normas de calidad ambiental.
Lo anterior implica que si la norma de calidad ambiental es respetada, el Estado sólo tiene que permanecer vigilando que ello continúe de esa manera, pues se están cumpliendo los niveles de protección ambiental pre-establecidos. La situación varía cuando los índices de contaminación sobrepasan los niveles permitidos, esto es, las normas primarias o secundarias de calidad ambiental, en cuyo caso procede que la autoridad dicte planes de prevención o de descontaminación.
Las modificaciones que han sido introducidas tienen por objeto relacionar esos diversos instrumentos de gestión ambiental procurando que el sistema jurídico ambiental que se crea guarde la debida correspondencia y armonía.
Artículo 29
(Pasa a ser artículo 30).
Señala que el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables deberá efectuarse asegurando su capacidad de regeneración y la diversidad biológica asociada a ellos.
- Fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículos 30 y 31
(Pasan a ser artículo 31).
El articulo 30 faculta al organismo público encargado por la ley de regular el uso o aprovechamiento del respectivo recurso natural renovable para exigir, mediante decreto supremo, la presentación y cumplimiento de planes de manejo de los sismos.
El artículo 31 señala las diversas consideraciones ambientales que deberá contener el plan de manejo de un determinado recurso natural renovable.
Estos dos artículos se refundieron en uno sólo, para aclarar que corresponden al organismo público encargado por la ley de regular el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables, exigir la presentación y cumplimiento de planes de manejo, para asegurar su preservación. Asimismo, el inciso primero del artículo 31 original, pasa a ser segundo, con algunas modificaciones en su redacción, para dar claridad a su contenido, eliminándose algunas de sus letras, por la dificultad que entraña su Interpretación.
- Fue aprobado, en estos términos, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 32
(Pasa a ser artículos 32 y 33).
El articulo 32, original, en sus incisos primero y segundo prescribe que, para asegurar el cumplimiento de las normas de calidad ambiental, la autoridad competente podrá establecer planes de prevención, respecto de aquellas zonas declaradas latentes, y planes de descontaminación en aquellas declaradas saturadas, los que serán obligatorios para los titulares de fuentes emisoras. De acuerdo con su inciso tercero, estos planes deberán contar con un Informe previo favorable de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.
Este artículo se reformuló, y en el texto que os proponemos, pasa a ser artículos 32 y 33.
En el primero de ellos, se establece cómo se declarará una zona del territorio nacional como saturada o latente y sobre la base de qué sediciones y certificaciones. Asimismo, se indica que sí la zona objeto de la declaración se sitúa en distintas regiones, el procedimiento estará a cargo de la CONAMA, situación que no se contempla en el proyecto original.
En el segundo, se indica que los planes de prevención o descontaminación, de aplicación obligatoria en zonas latentes o saturadas, en su caso, se establecerán por decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia debiendo, además, llevar la firma del ministro sectorial respectivo. Se índica, igualmente, que estos planes serán elaborados y propuestos a la autoridad competente por CONAMA, con informe previo de la Comisión Regional respectiva.
Esta reformulación obedeció a la necesidad de regular con toda precisión el procedimiento en virtud del cual habrá de declararse ana zona como saturada o latente, atendida la especial importancia que esta materia reviste para la realización de los fines que este proyecto de ley persigue, y su vinculación con el sector productivo nacional.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 33
(Pasa a ser artículo 34).
Indica el contenido mínimo de los planes de prevención y de descontaminación.
Esta disposición fue modificada, precisándose algunos de los contenidos de sus letras y agregándose una nueva, que exige que los planes de prevención y descontaminación se pronuncien sobre la relación que existe entre los niveles de emisión totales y los niveles de contaminantes a ser regulados.
- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 34
(Pasa a ser artículo 38 y se analizará más adelante).
- - - - - -
Artículo 35
(Pasa a ser artículo 36).
Consagra instrumentos de regulación o de carácter económico que podrán utilizar los planes de prevención o descontaminación, tales como: normas de emisión, permisos de emisión transables, impuestos a las emisiones o tarifas a los usuarios, u otros instrumentos de estímulo a prácticas de mejoramiento y restauración ambientales.
- Fue aprobado, con algunas modificaciones, formales por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Articulo 36
(Pasa a ser artículo 29).
Señala que las normas de emisión se establecerán por decreto supremo, correspondiéndole a la Comisión Nacional del Medio Ambiente proponer, facilitar y coordinar la dictación de dichas normas.
- Se aprobó, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 37
Prescribe que la ley establecerá la naturaleza y las formas de asignación, división, transferencia, duración y demás características de los permisos de emisión transables.
- Vuestra Comisión le dio su aprobación, sin enmiendas, por la unanimidad de sus miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 38
(Pasa a ser artículo 35).
Especifica que en las áreas en que se aplique un plan de prevención o descontaminación sólo podrán instalarse industrias o empresas productoras de bienes o servicios que cumplan los requisitos señalados en el plan, lo que será calificado por la correspondiente Comisión Regional del Medio Ambiente. Para tales efectos se aplicarán los procedimientos de evaluación de impacto ambiental.
Además de modificaciones formales, se incluyó en esta disposición una precisión, en el sentido de que si el correspondiente plan abarca más de una región, estará a cargo de la CONAMA.
- Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
- - - - - -

A continuación, vuestra Comisión se mostro partidaria de regular, en un párrafo separado -6º en el texto que os proponemos- lo relativo a las Situaciones de Emergencia Ambiental.
- - - - - -
Artículo 34
(Pasa a ser artículos 38, 39 y 40).
El artículo 34 propuesto por el Ejecutivo establece, en su inciso primero, que cuando les niveles de contaminación ambiental impliquen un peligro grave para la salud humana los planes de prevención o descontaminación deberán contemplar medidas de emergencia que podrán contener restricciones específicas al ejercicio de los derechos constitucionales que este mismo inciso señala, a saber: el derecho de trasladarse de un punto a otro del territorio nacional ejercido en vehículos motorizados; el derecho a reunión cuando se ejerza en lugares de uso público; la libertad de trabajo cuando se ejerza en industrias o empresas que incrementen o puedan incrementar la contaminación ambiental; el derecho a desarrollar cualquier actividad económica cuando se ejerza en industrias o empresas que produzcan, incrementen o puedan incrementar la contaminación ambiental.
De acuerdo con su inciso segundo, el ejercicio del derecho de reunión, la libertad de trabajo y el derecho a desarrollar cualquier actividad económica podrán restringirse también cuando de su ejercicio puedan resultar consecuencias lesivas para la salud de quienes las ejerciten.
El inciso tercero consagra otras limitaciones y obligaciones que podrán imponerse a la propiedad de empresas y actividades de cualquier naturaleza que emitan o produzcan elementos que contaminen el ambiente o puedan producir grave daño a la salud de los habitantes, así: la restricción del derecho de uso y goce de empresas y actividades; la necesidad de someterse a ciertos requisitos y condiciones para disponer de bienes, empresas y actividades; la imposición de obligaciones de hacer y de no hacer, determinadas por la autoridad competente, t, empresas de cualquier naturaleza, para evitar la contaminación del ambiente.
Su inciso final prescribe que los decretos supremos que se dicten en conformidad a este artículo deberán ser fundados y sus resoluciones se cumplirán antes de su control jurídico por parte de la Contraloría General de la República.
Vuestra Comisión analizó detenidamente el contenido de esta disposición por afectar garantías constitucionales. Se concluyó que la norma no se aparta de los preceptos de la Constitución Política en cuanto reúne los requisitos de determinación y especificidad que la Carta Fundamental exige para restringir alguno de los derechos que consagra.
En tal sentido, el artículo en comentario sólo autoriza restringir o limitar garantías constitucionales relacionadas con el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Además, se consideró que dichas restricciones son concretas, específicas y no genéricas, y, por último, que se trata de derechos perfectamente determinados.
El H. Senador Papi sostuvo que no era correcta la alusión contenida en el texto del Mensaje, y que figura como la letra a) del artículo 38 en el texto que os proponemos, al derecho a trasladarse de un punto a otro del territorio de la República, fundamentó su apreciación en la circunstancia de que, en estricto rigor, la garantía constitucional que se pretende restringir en esta norma es el derecho de propiedad cuando recae sobre un bien mueble, que en la especie es un vehículo motorizado. Más aún, no se restringe genéricamente el dominio sino sólo una de las facultades que confiere a su titular, cual es la de usar el bien objeto de su derecho. Esta observación fue recogida por vuestra Comisión, la que procedió a modificar el citado artículo 38 en la forma que se propone en el texto que se transcribe al final de este informe.
- - - - - -

Como artículo 40, inciso primero, la Comisión incluyó una indicación de S.E. el Presidente de la República, que tiene por objeto establecer que las restricciones que se adopten en virtud de los artículos precedentes no podrán prolongarse más allá de la emergencia.
El inciso final del artículo 34 original pasó a ser, en esta nueva proposición, inciso segundo del artículo 40.
- En mérito de lo expuesto, las disposiciones precedentemente analizadas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de vuestra Colisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
o o o o o o
Como articulo 41 de este párrafo se propone una nueva norma de acuerdo con la cual se establecerán regulaciones especiales de carácter permanente para las emisiones, que serán aplicadas ruando estas sobrepasen los niveles de contaminación, que originan situaciones de emergencia.
Asimismo, se señalan los objetivos de estas regulaciones especiales; las autoridades competentes encargadas de su aplicación y fiscalización, y el procedimiento que debe seguirse para dictar esta clase de regulaciones y los factores que debe considerarse a este efecto.
Por último, se deja claramente establecido que todas las actividades situadas en el área geográfica donde se apliquen estas regulaciones deberán reducir sus emisiones para cumplir con los niveles referidos.
Todo ello, para lograr a propósito de efectos tan relevantes como el que trata esta nueva disposición, el mayor grado de consenso entre los agentes sociales.
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
o o o o o o
TITULO III
DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL
Párrafo 1° Del Daño Ambiental
Artículo 39
(Pasa a ser artículo 42).
Indica, en su inciso primero, que todo el que dolosa o culpablemente cause daño al medio ambiente, responderá en conformidad a este proyecto de
Su inciso segundo señala que, en cuanto no se opongan a las normas de este proyecto de ley se aplicarán las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.
En el inciso primero de esta disposición se reformuló la referencia al elemento culpabilidad, que determina la existencia de la llamada responsabilidad subjetiva, de tal manera de indicar en primer lugar el caso de la culpa y luego el del dolo, por considerarse que, siendo éste último de mayor gravedad, esa debe ser su ubicación apropiada.
En el inciso segundo se introdujeron modificaciones formales a fin de consignar con claridad que las normas del Código Civil, que en esta disposición se señalan, rigen supletoriamente en materia de responsabilidad.
- Con las mencionadas modificaciones el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 40
(Pasa a ser articulo 43).
Prescribe que la responsabilidad daño ambiental nace de la infracción a las normas de calidad ambiental o a las normas sobre preservación, conservación o protección ambientales.
Esta norma fue modificada en el sentido de sustituir la idea de que la responsabilidad nace por la infracción de las normas de carácter ambiental, siguiendo el denominado principio de responsabilidad objetiva, por una presunción en virtud de la cual la persona de que se trate se presume responsable si el daño ambiental tiene lugar por infracción a las normas de calidad ambiental, de emisiones, a los planes de prevención o de descontaminación, a las regulaciones especiales para casos de emergencia ambiental o a las normas sobre protección, preservación o conservación ambientales.
Esta modificación se introdujo en razón de que el texto de la norma que contenía el Mensaje podría haber sido interpretado en el sentido de que sólo se responde del daño ambiental cuando éste deriva de la infracción a las normas que regulan esta materia, caso en el cual habría quedado exento de responsabilidad aquel que, no obstante producir un daño en el medio ambiente, no ha incurrido en infracción alguna. De allí que vuestra Comisión haya estimado conveniente establecer la presunción que se comenta y que contribuye a fortalecer la obligación de reparar el daño ambiental cuando se debe a culpa o dolo.
Asimismo, para ampliar el alcance de la disposición, se incorporaron las respectivas menciones a los diversos tipos de normas de carácter ambiental que aparecen en el texto que os proponemos.
Cabe indicar que la presunción que se establece es simplemente legal por lo que puede ser desvirtuada mediante prueba en contrario.
- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert, btordo aprobar el artículo con las enmiendas descritas.
Artículo 41
(Pasa a ser artículo 44).
Establece que de la responsabilidad por daño ambiental emana, además de la acción indemnizatoria ordinaria, la acción ambiental que tiene por objeto obtener la restauración del daño causado, si fuere posible.
Para establecer con claridad que de la responsabilidad por daño ambiental emanan tanto la acción indemnizatoria ordinaria cuanto la acción ambiental, la una sin perjuicio de la otra, se introdujeron las correcciones formales necesarias a ese fin.
- En tales términos la norma fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 42
(Pasa a ser artículo 45).
En su inciso primero señala que son titulares de la acción ambiental el Estado y el particular personalmente afectado, sin perjuicio de su derecho a reclamar indemnización ordinaria.
Su inciso segundo preceptúa que cuando no fuere posible definir con precisión al afectado, cualquiera persona podrá entablar la acción ambiental, previa caución suficiente.
Esta norma fue objeto de enmiendas formales en su inciso primero al estimarse que en su redacción original no quedaba claramente establecido si el titular del derecho a reclamar indemnización ordinaria es sólo el particular, el Estado o ambos. Se concluyó que ese derecho le corresponde sólo al particular personalmente afectado.
- En ese entendido el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert. '
Artículo 43
(Pasa a ser articulo 46).
De acuerdo con esta disposición no se aplicarán los artículos 40 y 41 -que pasan a ser 43 y 44 en el texto que os proponemos- a las fuentes emisoras sujetas a planes de prevención o descontaminación, si acreditan estar dando íntegro y cabal cumplimiento a las obligaciones establecidas en los respectivos planes.
A propósito de esta disposición se planteó una inquietud en el seno de vuestra Comisión acerca de la necesidad de que el particular personalmente afectado no quedara en la indefensión ante la circunstancia de que no pudiese entablar su acción indemnizatoria en conformidad a las normas del derecho común.
El H. Senador señor Papi, manifestó que debía establecerse con precisión que los titulares de fuentes emisoras que causan daño ambiental laicamente se excepcionan, en virtud de este artículo, de la acción ambiental que pudiese deducirse en su contra. 
Atendidas tales consideraciones se sustituyó esta disposición por la que se contiene en el texto que os proponemos, tutelando el derecho del personalmente afectado a entablar acción indemnizatoria ordinaria. 
- Con esas modificaciones el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 44
(Pasa a ser artículo 47).
Establece en su inciso primero las sanciones que podrán imponerse, sin perjuicio de lo establecido en otros cuerpos legales, a los emisores que infrinjan normas de emisión o los respectivos planes de prevención o descontaminación, a saber: amonestación, multas entre cincuenta y mil unidades tributarias mensuales y clausura temporal o definitiva.
Su inciso segundo faculta al juez para ordenar la suspensión inmediata de las actividades emisoras u otorgar a los infractores un plazo para que se ajusten a las normas, todo ello dependiendo de la gravedad de la infracción.
Su inciso tercero contempla una multa adicional, de seis a cuarenta unidades tributarias mensuales diarias para los agentes que continúen infringiendo las respectivas normas, vencido el plazo fijado por el juez.
En esta disposición se eliminó la frase inicial de su inciso primero, que entendía que lo prescrito en esta norma era sin perjuicio de las sanciones pecuniarias establecidas en otros cuerpos legales, a fin de evitar que a una misma persona se le sancionara dos veces por unos mismos hechos. Con idéntico propósito se incorporó un nuevo inciso final que recoge expresamente el principio anterior y que en Derecho Penal se formula "non vis in Ídem".
Además, se modificó la letra b) de este artículo rebajando el monto mínimo de la multa que puede imponerse de cincuenta a diez unidades tributarias mensuales, por considerarse excesivo.
 - Con las enmiendas descritas, vuestra Comisión aprobó este artículo por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 45
(Pasa a ser artículo 48).
Dispone que el juez, para fijar la cuantía de la multa, deberá considerar la gravedad de la infracción, las reincidencias, la capacidad económica o productiva del infractor y el cumplimiento de los compromisos contraídos en las Declaraciones o en los Estudios de Impacto Ambiental.
Este artículo fue modificado en lo formal sustituyendo sus numerales por letras, para concordar este aspecto con el criterio seguido en todo el texto del proyecto de ley.
Su número uno -actual letra a)- se modificó eliminando sus dos últimas frases, relativas al posible impacto de las emisiones y a la generación de desequilibrios ecológicos, por su amplitud y por estimarse que no se trataba de consideraciones de carácter objetivo a ser analizados por el juez al momento de imponer una determinada multa.
Además, para una mejor redacción, se reformuló la frase que alude a los niveles en que se ha excedido la norma, y se incorporó una referencia a las regulaciones especiales para planes de emergencia.
En su número tres -actual letra c)- se suprimió la expresión "productiva" que contenía la norma por cuanto, al no ser sinónimo de "económico", entraña dificultades para su interpretación.
- Con estas modificaciones, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 46
(Pasa a ser artículo 49).
Indica que las personas señaladas en el artículo 42 -que pasa a ser 45 en el texto que os proponemos- podrán solicitar al juez competente la aplicación de lo dispuesto en el artículo anterior.
Esta disposición fue objeto de modificaciones formales en su redacción para su correcta interpretación. Asimismo, se rectificaron las referencias que contiene el articulado del proyecto para adecuarlas a la numeración definitiva de éste.
- Con tales enmiendas fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.

Párrafo 2°
Del Procedimiento
Articulo 47
(Pasa a ser artículo 50).
Entrega competencia para conocer de Las causas por infracción a las normas del presente proyecto de ley, al juez de letras en lo civil del lugar en que se origine el hecho que causa el daño, y al del domicilio del afectado, a elección de este último.
- Este artículo no fue objeto de modificaciones, siendo aprobado por unanimidad por los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 48
(Pasa a ser artículo 51).
Somete al procedimiento sumario la tramitación de las causas que en razón de este proyecto de ley se promuevan. Asimismo, determina que la prueba pericial se regirá por las normas del Código de Procedimiento Civil en todo lo que no se opongan a las disposiciones especiales que en relación con ese mismo medio probatorio esta disposición también contempla.
Por acuerdo de vuestra Comisión se efectuó una votación separada de las diversas letras que contiene este artículo para facilitar su análisis.
En su letra a), a objeto de resguardar el derecho de las partes a intervenir en la designación de aquellas personas que en el juicio de que se trate habrán de ejercer la función de peritos, emitiendo el dictamen respectivo, se introdujo la idea de que la Comisión Nacional del Medio Ambiente, conforme a un reglamento que se dictará al efecto, confeccionará una lista de peritos a partir de la cual el juez nombrará al perito de la causa, sólo si las partes no llegan a acuerdo sobre la persona que habrá de desempeñar el cargo.
- En esos términos esta letra fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
- Sus letras b) y c) fueron aprobadas sin enmiendas por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
En lo que respecta a la letra d), vuestra Comisión fue de opinión de transformar su contenido en un inciso distinto, eliminándolo, en consecuencia, como letra d), pasando a constituirse en el inciso final del artículo. La reestructuración que se comenta obedeció a la necesidad de dejar claramente consignado que los informes que emanen de los organismos públicos competentes serán recogidos y ponderados en los fundamentos del fallo, en el entendido que se trata de dictámenes especializados y que, por lo mismo, deben ser considerados por el juez. Por otra parte, se eliminó la frase relativa al valor de prueba pericial de estos informes porque en estricto rigor no cumplen ese rol en un proceso, sin perjuicio de ilustrar al juez en la materia en litigio.
- En tales términos, la disposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 49
(Pasa a ser articulo 52).
Faculta al juez para apreciar la prueba conforme a las reglas de la sana critica, y declara admisible cualquier medio de prueba en esta clase de procesos.
A esta disposición se le incorporó una a frase final aclaratoria en el sentido de que respecto de las causas que se promuevan en relación con las normas medio-ambientales se admite cualquier medio de prueba y no sólo aquellos que están contemplados y regulados en el Código de Procedimiento Civil.
- Con dicha enmienda el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 50
(Pasa a ser artículo 53).
Señala que las acciones civiles que emanen del daño ambiental prescriben en diez años, y declara imprescriptible la acción ambiental.
Atendido que nuestro sistema jurídico se funda, entre otros, en el principio general de la prescriptibilidad de todo derecho y no viéndose razón jurídica que justificara la distinción, vuestra Comisión modificó esta disposición a fin de establecer que tanto la acción ambiental cuanto las acciones civiles que emanan del daño ambiental son ambas prescriptibles y que dicha prescripción opera en el lapso de diez años, contado desde la manifestación del daño.
- Con esa modificación el artículo se aprobó por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
TITULO IV
DE LA FISCALIZACIÓN
Artículo 51
(Pasa a ser artículo 54).
En su inciso primero, faculta a los entes públicos que participan en el proceso de evaluación de impacto ambiental para fiscalizar el cumplimiento de las normas en base a las cuales se otorgó la respectiva autorización, para amonestar, imponer multas, requerir la revocación de la autorización por incumplimiento grave y para ejercer las acciones civiles y penales que procedan.
En su inciso segundo, confiere el derecho a reclamar ante la Justicia Ordinaria en contra de las resoluciones que se dicten conforme al inciso anterior en el plazo de diez días, previo pago de la multa impuesta, en su caso.
Vuestra Comisión introdujo las siguientes modificaciones a este artículo:
En el inciso primero, se consideró necesario citar expresamente a los organismos principales, a la vez que, para una mejor comprensión de la disposición, se estimó del caso eliminar la referencia a funcionarios públicos que este inciso contempla. Asimismo, en cuanto a la facultad para revocar una autorización, se eliminó la frase relativa al caso de incumplimiento grave, en razón de que, al no señalarse quien califica la gravedad ni en base a qué criterios, podía dar lugar a discrecionalidad funcionaria.
Por otra parte, atendido que el termino "autorización" que se utiliza en forma genérica en la disposición en comentario no responde con exactitud al hecho de que el Estudio de Impacto Ambiental se aprueba y la Declaración se acepta, se introdujeron las referencias a estos dos documentos en la forma que aparece en el texto que os proponemos, que recogen esa distinción, y, por último, se reemplazó la expresión "proceso de evaluación" por "sistema de evaluación", al considerarse esta última la correcta alusión, y se sustituyó la voz "criterios" por “condiciones", debido al alto grado de subjetividad que supone.
En el inciso segundo, se modificó el, requisito del pago previo de la multa impuesta, en su caso, para interponer la correspondiente reclamación, por el de consignar el equivalente al 10% de dicha multa. Ello, en atención a que pudiendo la multa extenderse entre veinticinco y quinientas unidades tributarias mensuales, los pequeños y medianos empresarios quedarían expuestos a sufrir un perjuicio económico irreparable de exigírseles, para la interposición del reclamo, el pago íntegro del monto de la multa.
Cabe señalar que, para evitar problemas de interpretación, se estimó necesario dejar claramente consignado que la reclamación no suspende el cumplimiento de la resolución revocatoria, aunque ello es sin perjuicio del derecho a solicitar orden de no innovar, conforme a las reglas generales, ante el mismo juez de la causa. Lo anterior se explica por el hecho de que si la autoridad ha impuesto una sanción, de la cual se reclama, ha sido para evitar el grave riesgo que el funcionamiento de la empresa entraña para la protección del medio ambiente y por los costos sociales que ello involucra.
- Con las enmiendas descritas el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 52
(Pasa a ser artículo 55).
Encarga a los entes públicos que la ley señala, fiscalizar el cumplimiento de los planes de prevención o de descontaminación.
Esta norma fue objeto de modificaciones tendientes a concordar las referencias a los entes públicos que en ella se indican con aquellas contenidas en el inciso primero del articulo 51 (que pasa a ser 54 en el texto que os proponemos). Igualmente, se eliminó la facultad que se contenía para exigir determinadas declaraciones y mediciones a los titulares de fuentes emisores por su dificultad de implementación y por la posibilidad de que ello conlleve riesgos de discrecionalidad funcionarla. finalmente, se incorporó una referencia a las regulaciones especiales que se dicten para situaciones de emergencia, a fin de comprender también esta clase de situaciones.
- En tales términos el artículo fue aprobado por vuestra Comisión por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 53
(Se suprimió).
Otorga a los entes que de acuerdo a La ley gocen de competencias ambientales el derecho a exigir declaraciones juradas sobre el tipo, volumen, composición y otras características de las emisiones de Las personas naturales o jurídicas que desarrollen actividades susceptibles de generar impactos ambientales.
- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert, acordó suprimir este artículo teniendo presente que la oportunidad, significado y conveniencia de una declaración jurada, en los términos concebidos en la disposición, no aparecen suficientemente explicitados .
TITULO FINAL
DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE
Párrafo 1° Naturaleza y Funciones
Artículo 54
(Pasa a ser artículo 56).
En el inciso primero, crea la Comisión Nacional del Medio Ambiente como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
En el inciso segundo, establece su domicilio en la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios especiales que constituya.
En el inciso tercero, señala los órganos de la Comisión, a saber: el Consejo Directivo, el Secretario Ejecutivo, el Consejo Consultivo y las comisiones Regionales del Medio Ambiente.
En el inciso tercero de esta disposición, se sustituyó la referencia al Secretario Ejecutivo por otra a la Dirección Ejecutiva, por ser éste el órgano y la denominación correctas que corresponde a la estructura de un servicio público del carácter de la Comisión Nacional del Medio Ambiente en el Derecho Administrativo.
- En esos términos, este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 55
(Pasa ser artículo 57).
Indica las diversas funciones que competen a la Comisión. Entre ellas, cabe destacar: proponer al Presidente de la República las políticas ambientales del gobierno; actuar como órgano de consulta y coordinación en materias medio ambientales; financiar proyectos y actividades orientados a la preservación, conservación, protección, restauración y mejoramiento del medio ambiente, y ejercer otras funciones que la ley le encomiende.
Vuestra Comisión introdujo diversas modificaciones a esta norma, las que a continuación se detallan:
En la letra b), considerando la vaguedad de la expresión "autoridades", se sustituyó esa alusión por una referencia al Presidente de la República. Para afianzar el valor testimonial de la información que debe entregar la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y para fijar en forma inequívoca su responsabilidad en el cumplimiento de esta función, se incorporó la idea de la periodicidad en la entrega de de la misma. Por último, vuestra Comisión acordó eliminar la frase final de esta letra por su excesiva amplitud y por estimarse de difícil interpretación.
En la letra d), para promover y resguardar el libre acceso al sistema nacional de información ambiental, se agregó la idea relativa a su carácter público, eliminándose, con igual propósito, la mención a los interesados que en esta letra se formulaba.
En la letra e), se introdujeron las modificaciones necesarias para adecuar la norma a las referencias que a propósito de la protección, preservación y conservación se efectúan en el articulo 2º del proyecto (que pasa ser 1° en el texto que os proponemos).
En la letra f), se introdujeron modificaciones formales para su mejor comprensión.
En la letra g), considerando las modificaciones introducidas en la letra e), se adecuaron las referencias a protección, preservación y conservación con idéntico objetivo.
En la letra h), a objeto de no incurrir en problemas de inconstitucionalidad se eliminó su frase final.
- Con tales enmiendas el articulo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Párrafo 2° Del Consejo Directivo
Artículo 56
(Pasa a ser articulo 58).
Establece que la dirección superior de la Comisión corresponderá a un Consejo Directivo, que será presidido por el Ministro Secretario General de la Presidencia e integrado, además, por los Ministros de Economía, Obras Públicas, Agricultura, Salud Pública, Minería, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, y Planificación y Cooperación.
- Este artículo sólo fue objeto de una modificación formal para adecuar la referencia al Ministerio de Salud, ajustándola a su actual denominación, siendo aprobada en estos términos por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 57
(Pasa a ser articulo 59).
Señala las atribuciones de que goza el Consejo Directivo. En general, a este órgano competen labores de consulta, administración, coordinación, fiscalización y de asesoría técnica en materias medio ambientales.
A esta disposición se le introdujeron las siguientes modificaciones:
En la letra a), se suprimió su frase final para evitar repetir innecesariamente la idea ya expresada en la primera parte de la norma. Asimismo, se eliminó la expresión "atribuciones" por considerarse innecesaria.
En la letra b), se modificó su construcción gramatical para su mejor comprensión.
En la letra d), para precaver que la norma fuese interpretada en el sentido de que sólo al Consejo Directivo de la Comisión Nacional del ambiente le corresponderá proponer proyectos de ley del medio ambiente, se incorporó una frase final aclaratoria de acuerdo con la cual ello es sin perjuicio de las funciones propias de otros organismos públicos.
En la letra e), se agregó una referencia expresa a las municipalidades, eliminándose su frase final por innecesaria.
La letra f) fue suprimida por estimarse que la vinculación técnica con organismos internacionales corresponde en rigor a la Dirección Ejecutiva de la Comisión, que es su órgano permanente.
En su letra h) -que pasa a ser g) en el texto que os proponemos-, se suprimió la frase relativa al origen de los recursos que el Consejo Directivo debe administrar por estimarse superflua en el contexto de esta letra. Además, considerando la naturaleza política y de dirección superior del Consejo Directivo se modificó la norma a objeto de establecer que a este órgano le corresponde definir las bases o criterios para la administración de los recursos, esto es, aprobar las bases generales de administración de esos mismos recursos .
En la letra i) -que pasa a ser h) en el texto que os proponemos-, se incorporó una frase final destinada a precisar el sentido y alcance de la función contenida en esta norma.
La letra j) -que pasa a ser i) en el texto que os proponemos-, fue objeto de modificaciones tendientes a explicitar claramente que el Consejo Directivo puede delegar sus funciones y atribuciones en funcionarios de la Comisión y en comités que al efecto constituya, pero, en ningún caso, en particulares. Asimismo, se sustituyó la referencia i; Secretario Ejecutivo por otra al Director Ejecutivo. Todo ello en consideración a una correcta técnica administrativa.
En la letra k) -que pasa a ser j) en el texto que os proponemos-, se sustituyó la referencia al Secretario Ejecutivo por otra al Director Ejecutivo con el mismo propósito consignado precedentemente. 
En la letra m) -que pasa a ser l) en el texto que os proponemos-, se especificó que la función que en esta norma se regula se refiere al Estudio de Impacto Ambiental.
- Con las modificaciones reseñadas, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 58
(Se suprime).
Dispone que en forma previa al envío de proyectos de ley o a la dictación de decretos con relevancia ambiental podrá oírse al Consejo Directivo.
- Vuestra Comisión por la unanimidad de sus miembros acordó suprimir este artículo en razón de ser meramente declarativo, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 59
(Pasa a ser artículo 60).
Prescribe que los acuerdos adoptados por el Consejo Directivo deberán ejecutarse a través de los Ministerios y servicios competentes.
- Esta disposición fue aprobada sin modificaciones en forma unánime por los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Ortiz de Filippi, Pacheco, Papi y Siebert.
Articulo 60
(Pasa a ser artículo 61).
Indica que el Consejo Directivo celebrará sesiones ordinarias, en forma periódica, y extraordinarias, cuando su Presidente, de propia iniciativa o a petición de alguno de sus miembros, las convoque. El quórum para sesionar será de cinco Consejeros y los acuerdos se adoptarán por mayoría de los que asistan. En caso de empate, decide el voto del Presidente del Consejo.
En esta disposición se precisó que La convocatoria a sesiones extraordinarias es una facultad que le asiste al Presidente del Consejo Directivo, no una obligación que la ley le imponga.
- En tales términos fue aprobada por unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert. 
Artículo 61
(Pasa a ser artículo 62).
Establece que en lo relativo al proceso de calificación de proyectos a ser financiados, los proyectos o actividades orientados a la preservación, conservación, protección, restauración y mejoramiento del medio ambiente serán seleccionados en concurso público, según bases generales definidas por el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.
Este artículo fue modificado a objeto de permitir que existan proyectos o actividades que puedan ser financiados sin necesidad de someterse al sistema de concurso público, cuando su cuantía no exceda del equivalente a quinientas unidades de fomento. De esta manera se propende a incentivar y a agilizar la toma de decisiones respecto de esa clase de proyectos y actividades. Con igual propósito se entrega al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medió Ambiente la selección de los proyectos que serán así financiados.
- Con dichas enmiendas el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Párrafo 3°
Del Secretario Ejecutivo
Vuestra Comisión sustituyó la denominación de este Párrafo por "De la Dirección Ejecutiva".
Artículo 62
(Pasa a ser artículo 63).
Prescribe que corresponderá al Secretario Ejecutivo la administración de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. El Secretario Ejecutivo será el Jefe Superior del Servicio, tendrá su representación legal y será designado por el Presidente de la República.
- Este artículo sólo fue modificado sustituyendo Secretario Ejecutivo por Director Ejecutivo respondiendo así a los principios que informan una correcta técnica de Derecho Administrativo siendo aprobado en esos términos por la unanimidad de Los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert.
Cabe hacer presente que por la misma razón señalada precedentemente se sustituyó el epígrafe del Párrafo 3° en la forma que aparece en el texto que os proponemos.
Artículo 63
(Pasa a ser artículo 64).
Señala las funciones que corresponden al Secretario Ejecutivo, y que pueden clasificarse en funciones de carácter administrativo; funciones de carácter programático y presupuestario; funciones de carácter resolutivo, y funciones de información.
Este artículo fue objeto de las modificaciones que a continuación se indican:
En la letra b), vuestra Comisión eliminó la frase que remitía a las materias propias del servicio el tipo de acuerdos e instrucciones del Consejo Directivo que esta norma encarga al Director Ejecutivo cumplir, por estimarse que ello resultaba de toda evidencia.
Incorporó, asimismo, una nueva letra i) que explicita la función que le compete al Director Ejecutivo de efectuar la designación a que se refiere el artículo 68, para proveer el cargo de Director Regional de la Comisión del Medio Ambiente.
En la letra j) -que pasa a ser k) en el texto que os proponemos-, se especificó que la función que en esta norma se regula se refiere a la Aclaración de Impacto Ambiental.
Se incluyó una nueva letra l) que da cuenta de la función que le corresponde al Director Ejecutivo de administrar los recursos destinados al financiamiento de proyectos y actividades, atendido que La función de administrar tales recursos se consideró propia de este órgano de carácter permanente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y no del Consejo Directivo, a quien, en rigor, le compete fijar las bases generales con arreglo a las cuales se llevará a cabo esa administración.
Se introdujo una nueva letra n) que otorga al Director Ejecutivo la función de vincularse técnicamente con organismos internacionales de carácter ambiental, por ser éste el órgano de la Comisión Nacional del Medio Ambiente que, teniendo carácter permanente, debe realizar esa función.
- Este precepto fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Sanadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Articulo 64
(Pasa a ser articulo 65).
Faculta al Secretario Ejecutivo para crear y presidir, previa aprobación del Consejo Directivo, Comités y Subcomités Operativos constituidos por organismos públicos competentes para consulta, análisis y coordinación en materias medio ambientales.
En relación con este artículo vuestra Comisión fue partidaria de agregar un nuevo inciso que abriera la norma para permitir el aporte de otros sectores de la sociedad, otorgándole al Director Ejecutivo la facultad de crear comités consultivos para el estudio, consulta, análisis y coordinación en materias relativos al medio ambiente con personas ajenas a la Administración del Estado. Asimismo, se reemplazó la referencia al Secretario Ejecutivo por otra al Director Ejecutivo a fin de responder a una correcta técnica administrativa.
- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Párrafo 4°
Del Consejo Consultivo
Artículo 65
(Pasa a ser artículo 66).
Establece un Consejo Consultivo del Medio Ambiente, presidido por el Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente e integrado por representantes del sector académico, de organizaciones no gubernamentales vinculadas al medio ambiente, de organizaciones empresariales, del sector laboral y del Presidente de la República.
Los consejeros serán nombrados por el Presidente de la República, y durarán dos años, prorrogables por una sola vez.
Vuestra Comisión, en cada una de Las letras de este artículo, introdujo las modificaciones necesarias para que los miembros del Consejo Consultivo fuesen elegidos a partir de quinas elaboradas al efecto por las entidades de mayor representatividad en el país, a quienes -en definitiva- Los consejeros representan.
Además, se acordó incorporar una nueva letra c) referida a un representante de entidades privadas dedicadas al estudio o investigación de temas vinculados al medio ambiente, a objeto de incluir a aquellas instituciones que, no teniendo el carácter de organizaciones no gubernamentales, y, por tanto, sin representación de acuerdo al texto del Ejecutivo, merecen integrar el Consejo Consultivo por su dedicación al tema medio-ambiental.
- El artículo, con las enmiendas descritas, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Cabe dejar constancia que vuestra Comisión, a sugerencia del H. Senador señor Siebert, finalizó la posibilidad de incluir entre los integrantes del Consejo Consultivo a representantes de las Fuerzas Armadas y Carabineros, atendido que estos órganos realizan importantes funciones en materia medio ambiental. La Comisión acordó abocarse a este tema durante la discusión del segundo informe.
Artículo 66
(Pasa a ser artículo 67).
Entrega al Consejo Consultivo la función de absolver las consultas que le formule el Consejo Directivo, emitir opiniones sobre anteproyectos de ley y decretos supremos que fijen normas de calidad ambiental y de emisión, y las demás funciones que le encomiende el Consejo Directivo y la ley.
- La disposición fue aprobada por vuestra Comisión sin modificaciones, con el voto unánime de sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Párrafo 5°
De las Comisiones Regionales del Medio Ambiente
Artículo 67
(Pasa a ser articulo 68).
Prescribe, en su inciso primero, que la Comisión Nacional del Medio Ambiente se desconcentrará territorialmente a través de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente.
Señala, en su inciso segundo, que en cada región del país habrá un Director Regional de la Comisión del Medio Ambiente que representará al servicio y será designado por el Consejo Directivo de la Comisión Nacional.
El inciso segundo fue modificado en la forma que aparece al final de este informe por estimarse que la facultad de designar a los Directores Regionales debe radicarse en el Director Ejecutivo, como quiera que aquéllos representan a éste. Además con el objeto de asegurar la participación de la comunidad regional en el proceso de designación del respectivo Director Regional de la Comisión del Medio Ambiente, vuestra Comisión agregó, en el inciso segundo de este articulo, una frase final que establece que la persona en cuestión debe ser seleccionada a partir de una quina confeccionada al efecto por el correspondiente Gobierno Regional.
- En tales términos la norma fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 68
(Pasa a ser artículo 69).
En su inciso primero, establece que las Comisiones Regionales del Medio Ambiente estarán integradas por el Intendente Regional, los gobernadores de la región, los secretarios regionales ministeriales que posean competencias ambientales, y el Director Regional de la Comisión del Medio Ambiente.
En su inciso segundo crea el Comité Técnico, integrado por el Director Regional del Medio Ambiente y por los directores regionales de servicios públicos con competencias ambientales.
En el inciso primero, vuestra Comisión estimó necesario a justar la referencia que se hace a los secretarios regionales ministeriales a los términos del artículo 56 - 58 en el texto que os proponemos-, que indica la integración del Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Asimismo, para garantizar la participación de la comunidad en materia medio ambiental fue de opinión de incorporar a las Comisiones Regionales del Medio Ambiente dos consejeros de los Consejos Regionales elegidos por el respectivo Consejo en una sola votación.
En el inciso segundo, se introdujeron modificaciones formales para su mejor redacción.
- En estos términos, la norma fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 69
(Pasa a ser artículo 70).
Entrega a la Comisión Regional la coordinación y ejecución de la gestión ambiental en el nivel regional.
Vuestra Comisión, eliminó la frase relativa a la ejecución de actividades destinadas al cumplimiento de sus objetivos por estimarla innecesaria.
- Con esa enmienda el precepto fue aprobado por unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 70
(Pasa a ser artículo 71).
Indica que las Comisiones Regionales deberán establecer mecanismos para la adecuada participación de las municipalidades y de las organizaciones sociales en materia de medio ambiente.
En esta norma se sustituyeron las expresiones "mecanismos" y "permiten" que contenía el texto original del proyecto por "sistemas" y "aseguren", en la forma que aparecen en el texto que os proponemos, por considerárselas carentes de claridad y por entrañar problemas de interpretación.
- Con tales modificaciones el artículo fue aprobado por unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 71
(Se suprime).
Obliga a las municipalidades a coordinarse y a colaborar estrechamente, conforme a su ley orgánica constitucional, con la Comisión Nacional y Las Comisiones Regionales del Medio Ambiente.
- Vuestra Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert, suprimir esta disposición en razón de que se la estimó inconstitucionales atendido el carácter autónomo de las municipalidades.
Párrafo 6°
Del Patrimonio
Artículo 72
Señala que el patrimonio de la Comisión, con cargo al cual se financiarán también proyectos concursables relativos al medio ambiente, estará formado por: recursos asignados anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación u otras leyes generales o especiales; bienes raíces o muebles adquiridos por la Comisión a cualquier título; aportes de cooperación internacional, y herencias, legados y donaciones que acepte el Consejo.
En su inciso primero se eliminó la referencia a los proyectos concursables por considerársela innecesaria.
En su letra d) se dejó claramente establecido que las liberalidades a que se hace mención en esta letra están eximidas del trámite de insinuación.
Cabe advertir que por error de transcripción el Mensaje incluía un inciso segundo que, según aclarara más tarde el Ejecutivo, repetía lo prescrito en el inciso primero. En consecuencia, debía eliminarse.
- Con las modificaciones descritas vuestra Comisión aprobó el artículo por la unanimidad sus miembros, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo 73
(Se suprime).
Faculta al Presidente de la República para dictar, dentro del plazo de un año, decretos con fuerza de ley en los que determinará las plantas de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, establecerá los requisitos de ingreso y promoción en sus cargos y fijará su dotación máxima.
Esta norma fue suprimida por vuestra Comisión en razón de que los representantes del Ejecutivo pusieron en conocimiento de la Comisión que S.E. el Presidente de la República presentará una indicación, ante la Comisión de Hacienda de esta Corporación, a fin de regular, en forma integral, lo, relativo a las plantas y al traspaso del personal de la actual CONAMA y de la Comisión Especial de Descontaminación de la Región Metropolitana a la Comisión Regional del Medio Ambiente respectiva. 
Artículo 74
(Pasa a ser articulo 73).
Prescribe que el personal de la Comisión se regirá por la ley N° 18.834 y sus modificaciones y, en materia de remuneraciones, por el decreto ley N° 249 de 1973. Además, este Servicio estará sometido al Sistema de Administración Financiera del Estado, regulado por el decreto ley N° 1.263 de 1975.
- Fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert. 
Artículo 75
(Pasa a ser artículo 74).
Señala que el mayor gasto que represente la aplicación del presente proyecto de ley, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33-104 de la Partida Tesoro Público del Presupuesto de la Nación.
- Esta disposición fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
o o o o o o
Articulo 75, nuevo
Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cantuarias, Pacheco, Papi y Siebert, acordó introducir un artículo nuevo, aclaratorio, signado con el número 75 que prescribe que todos los plazos establecidos en este proyecto de ley serán de días hábiles, excepcionando el principio general en nuestro derecho de que los plazos son de días corridos.
o o o o o o
Artículo Primero Transitorio
(Se suprime).
Faculta al Presidente de la República para dictar, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente iniciativa legal, un decreto con fuerza de ley, que deberá consultarse previamente al Consejo Consultivo, en el que se especificarán los proyectos y actividades sometidos a una Declaración o a un Estudio de Impacto Ambiental.
- Este artículo fue suprimido por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert, en razón de habérselo considerado inconstitucional por incluir dentro de la delegación materia comprendidas en las garantías individuales, en conformidad al artículo 61 de la Constitución Política.
Articulo Segundo Transitorio
(Retirado por indicación del Ejecutivo)
Confiere a la autoridad competente la facultad de solicitar a los responsables de proyectos y actividades que deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, y que estén en construcción u operación a la fecha de entrada en vigencia del presente proyecto de ley, la presentación de una Declaración o de un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda. Las exigencias ambientales que de estos documentos resulten deberán ser graduales, y contemplarán plazos razonables para su implementación.
S.E. el Presidente de la República formuló indicación para retirar esta disposición, la que fue aprobada por vuestra Comisión.
- En consecuencia, este articulo fue aprobado con modificaciones por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo Tercero Transitorio
(Pasa a ser Primero Transitorio).
Establece que, por un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de este proyecto de ley, la Comisión Nacional del Medio Ambiente llevará a cabo las funciones que se asignan a Las Comisiones Regionales, en tanto no se constituyan, para dar cumplimiento al procedimiento de evaluación de impacto ambiental.
Vuestra Comisión estimó necesario el plazo a que alude esta norma de dos años a seis meses para contribuir a agilizar la implementación del sistema que se estructura en este proyecto de ley.
- Con esa enmienda fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Artículo Cuarto Transitorio
(Pasa a ser Segundo Transitorio).
Traspasa las funciones y el personal de la Comisión Especial de Descontaminación de la Región Metropolitana a la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana. Mientras no se realice el traspaso, encarga a la Comisión Especial de Descontaminación ejercer las funciones que corresponden a la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana.
En este articulo sólo se eliminó la referencia que aparece en el Mensaje a las “modificaciones" del decreto supremo N° 349, por entenderse que las modificaciones forman parte integrante del texto que modifican y, por tanto, es una alusión innecesaria.
En tales términos se aprobó por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Diez, Pacheco, Papi y Siebert.
Se deja constancia que actuará como relator del proyecto de ley el Presidente de la Comisión, H. Senador señor Máximo Pacheco Gómez.
Como consecuencia de las consideraciones precedentemente expuestas vuestra Comisión os propone aprobar el texto del proyecto de ley en los siguientes términos:
PROYECTO DE LEY:
"TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°.- El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental se regularán por las disposiciones de esta ley.
Articulo 2°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:
a) Conservación del Patrimonio Ambiental: conjunto de acciones referidas al uso y aprovechamiento racional de este patrimonio, conducentes a asegurar su permanencia y su capacidad de regeneración;
b) Contaminante: toda sustancia, forma de energía o una combinación de ellos, producto de la actividad humana, cuya presencia puede alterar la composición, propiedades o comportamiento natural de los componentes del medio ambiente;
c) Declaración de Impacto Ambiental: el documento que describe las características de un proyecto o actividad que se pretenda instalar o llevar a cabo, o su modificación, en su caso, y que contiene antecedentes fundados para concluir que no tendrá un impacto ambiental significativamente adverso, ni importa contravención alguna de la normativa vigente en materia de protección del medio ambiente;
d) Desarrollo Sustentable: el proceso de mejoramiento sostenido de la calidad de vida de las personas, aplicando racionalmente medidas de conservación y protección del patrimonio ambiental, de manera de no comprometer las expectativas de las generaciones futuras;
e) Biodiversidad o Diversidad Biológica: la variedad entre los organismos vivos, que forman parte de todos los ecosistemas terrestres y acuáticos. Incluye la diversidad dentro de una misma especie, entre especies y entre ecosistemas;
f) Estudio de Impacto Ambiental: el documento que describe pormenorizadamente las características de un proyecto o actividad que se pretenda llevar a cabo o su modificación. Debe proporcionar antecedentes fundados para la predicción, identificación e interpretación de su impacto ambiental y describir la o las acciones que ejecutará para minimizar los impactos significativamente adversos;
g) Impacto Ambiental: la alteración positiva o negativa del medio ambiente, provocada directa o indirectamente por un proyecto o actividad;
h) Medio Ambiente: el sistema ecológico global constituido por elementos naturales y artificiales de naturaleza física, química y biológica, sus interacciones, que se está modificando permanentemente por la acción humana y natural y que rige y condiciona la existencia y desarrollo de la vida en sus múltiples manifestaciones;
i) Medio Ambiente Libre de Contaminación: aquel exento de contaminantes o en el que éstos se encuentran en concentraciones o en concentraciones y períodos de tiempo superiores o inferiores, según corresponda, a aquellos susceptibles de afectar la salud de las personas o alterar la composición, propiedades o comportamiento natural de los componentes del medio ambiente;
j) Preservación de la naturaleza: Conjunto de políticas, planes, programas, normas y acciones destinadas a asegurar la mantención de las condiciones naturales que hacen posible la evolución de las especies y el desarrollo de los ecosistemas del país;
k) Norma Primaria de Calidad Ambiental: aquella que establece los valores de las concentraciones, o concentraciones y períodos de tiempo, máximos o mínimos permisibles de sustancias, elementos, energía o combinación de ellos, cuya presencia o carencia en el ambiente pueda constituir un riesgo para la vida y la salud de la población;
1) Norma Secundaria de Calidad Ambiental: aquella que establece los valores de las concentraciones, o concentraciones y períodos de tiempo, máximos o mínimos permisibles de sustancias, elementos, energía o combinación de ellos, cuya presencia o carencia en el ambiente pueda constituir un riesgo para la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la conservación del patrimonio ambiental;
m) Patrimonio Ambiental: es el conjunto junto de recursos, especies, ecosistemas, formaciones geológicas y paisajes, únicos, escasos, representativos o con características estéticas, cuya preservación o conservación resulta necesaria para la satisfacción acción de las necesidades de las generaciones actuales y futuras;
n) Protección del Medio Ambiente: el conjunto de políticas, planes, programas, normas y acciones destinados a mejorar el medio ambiente y a prevenir y controlar su deterioro;
o) Recursos Naturales: los componentes del medio ambiente susceptibles de ser utilizados por el hombre para la satisfacción de sus necesidades o intereses espirituales, culturales, sociales y económicos;
p) Restauración: la acción de imponer los sistemas ambientales o uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenían con anterioridad a su deterioro, o en caso de no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas;
q) Zona Latente: aquella en que la medición de la concentración de contaminantes en el aire, agua o suelo, se sitúa entre el 80% y el 100% del valor de la respectiva norma de calidad ambiental;
r) Zona Saturada: aquella en que una o más normas de calidad ambiental se encuentran sobrepasadas, y
s) Línea de Base: la descripción detallada del área de influencia donde se pretende situar o desarrollar un proyecto o actividad, en forma previa a su ejecución.
Articulo 3°.- Sin perjuicio de las sanciones que señale la ley, todo el que culpable o dolosamente cause daño ambiental, estará obligado a repararlo a su costo, restaurándolo materialmente si fuere posible e indemnizando en conformidad a la ley.
Artículo 4°.- Es deber del Estado promover y facilitar la participación ciudadana en las actividades destinadas a la protección del medio ambiente.
TITULO II
DE LOS INSTRUMENTOS DE GESTIÓN AMBIENTAL
Párrafo 1°
De la Educación y la Investigación
Artículo 5°.- El proceso educativo contemplará la transmisión de conocimientos y el aprendizaje de habilidades orientados a la comprensión y toma de conciencia de los problemas ambientales, al desarrollo de hábitos y conductas que tiendan a prevenirlos y resolverlos y a una adecuada capacitación.
El contenido de los programas de estudio reflejará, con arreglo a la ley orgánica respectiva, las metas antes señaladas y dará cabida, en todo caso, a la consideración de los factores sociales, culturales, económicos, tecnológicos y regionales que incidan en el origen y solución de los problemas ambientales.
Los organismos del Estado realizarán y promoverán campañas educativas orientadas a los propósitos antes señalados.
Articulo 6°.- Los fondos de investigación científica, desarrollo tecnológico y social que tengan asignados recursos en la Ley de Presupuestos de la Nación, considerarán proyectos relativos al medio ambiente, sin perjuicio de sus fines específicos.
Párrafo 2°
Del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental
Artículo 7°.- Todo proyecto o actividad susceptible de causar impacto ambiental deberá someterse al sistema de evaluación previsto en esta ley. Se entenderá también por proyecto o actividad las modificaciones a los mismos.
Todos los permisos o pronunciamientos de carácter ambiental, que de acuerdo con la legislación vigente deban o puedan emitir los servicios públicos, respecto de proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación, serán otorgados a través de dicho sistema, de acuerdo a las normas de este párrafo y su reglamento.
Corresponderá a la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, la administración del sistema de evaluación de impacto ambiental, así como la coordinación de los servicios públicos involucrados en el mismo, para los efectos de obtener los permisos o pronunciamientos a que se refiere el inciso precedente.
Artículo 8°.- El titular de todo proyecto o actividad sometido al sistema de evaluación de impacto ambiental deberá presentar una Declaración ¿e Impacto Ambiental o elaborar un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda. Aquellos no susceptibles de causar impacto ambiental podrán acogerse voluntariamente al sistema previsto en este párrafo.
Las Declaraciones de Impacto Ambiental o Estudios de Impacto Ambiental se presentarán ante la Comisión Regional del Medio ambiente correspondiente a la región en que se realizarán las obras materiales que contempla el proyecto o actividad, con anterioridad a su ejecución. En los casos en que la actividad o proyecto pueda causar impactos ambientales en zonas situadas en distintas regiones, las Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental deberán presentarse ante la Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.
En caso de dudas, corresponderá a esta Dirección determinar si el proyecto o actividad afecta zonas situadas en distintas regiones, de oficio o a petición de una o más Comisiones Regionales del Medio Ambiente o del titular del proyecto o actividad.
El proceso de revisión de las Declaraciones de Impacto Ambiental y de calificación de los Estudios de Impacto Ambiental considerará la opinión fundada de los organismos con competencia ambiental, en las materias relativas al respectivo proyecto o actividad, para lo cual la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, requerirá los informes correspondientes.
Artículo 9°.- Los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases, que deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, son los siguientes:
a) Embalses, tranques, presas o acueductos que requieran de la autorización establecida en el artículo 294 del Código de Aguas;
b) Líneas de transmisión eléctrica de alto voltaje y sus subestaciones;
c) Centrales hidro y termo eléctricas mayores a 3 MW.
d) Reactores y establecimientos nucleares e instalaciones relacionadas;
e) Aeropuertos, terminales de buses y de ferrocarriles, vías férreas, autopistas y los caminos públicos que puedan afectar áreas protegidas;
f) Puertos, vías de navegación, astilleros y terminales marítimos;
g) Proyectos de desarrollo urbano o turístico;
h) Proyectos inmobiliarios en zonas declaradas latentes o saturadas;
i) Proyectos de desarrollo minero, incluidos los de carbón, petróleo y gas, comprendiendo las prospecciones, explotaciones, plantas procesadoras y disposición de relaves, así como la extracción industrial de áridos, turba o greda;
j) Oleoductos, gasoductos, ductos mineros u otros análogos;
k) Plantas industriales, sean éstas metalúrgicas, químicas, textiles, productoras de materiales para la construcción, de equipos y productos metálicos, curtiembres, agroindustrias y mataderos; planteles y establos de crianza, lechería y engorda de animales, de dimensiones industriales;
l) Proyectos de desarrollo forestal, tales como plantaciones de especies arbóreas o arbustivas, explotaciones de bosque nativo; industrias de celulosa, pasta de papel y papel; plantas astilladoras, elaboradoras de madera y aserraderos, de dimensiones industriales;
m) Proyectos de explotación intensiva o cultivo de recursos hidrobiológicos y plantas procesadoras de los mismos;
n) Producción, almacenamiento, transporte, disposición o reutilización de sustancias tóxicas, explosivas, radioactivas, inflamables, corrosivas o reactivas;
ñ) Actividades de saneamiento ambiental, tales como grandes sistemas de alcantarillado y agua potable, plantas de tratamiento de aguas o de residuos sólidos de origen domiciliario, rellenos sanitarios, emisarios submarinos, sistemas de tratamiento y disposición de residuos industriales líquidos o sólidos;
o) Ejecución de obras, programas o actividades en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, parques marinos, reservas marinas o en cualesquiera otras áreas colocadas bajo -protección oficial, y
p) Aplicación masiva de plaguicidas. 
Artículo 10.- En caso que los proyectos o actividades referidos en el artículo precedente reúnan a lo menos una de las condiciones que a continuación se indican, requerirán la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental;
a) La probabilidad de riesgo para la salud de la población, debido a la cantidad y calidad de efluentes, emisiones o residuos;
b) La probabilidad de producir efectos adversos sobre los recursos naturales renovables, incluido el suelo, debido a la cantidad y calidad de efluentes , emisiones o residuos;
c) La probabilidad de producir efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluidos el suelo y el agua;
d) El reasentamiento de comunidades humanas, o la probabilidad de alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos;
e) Su localización, tomando en cuenta la existencia en su proximidad de población, recursos y áreas protegidas susceptibles de ser afectados, así como la fragilidad, calidad y valor del Territorio en que se pretende emplazar;
f) La probabilidad de alterar permanentemente el valor paisajístico o turístico de una zona con características de patrimonio ambiental, y
g) La probabilidad de alteración de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural.
A falta de norma vigente para la discriminación de la calidad de efluentes, emisiones o residuos se utilizarán como referencia las normas internacionales que señale el reglamento.
Artículo 11.- Los Estudios de Impacto Ambiental deberán tratar las siguientes materias:
a) Una descripción pormenorizada del proyecto o actividad;
b) La línea de base;
c) Una descripción pormenorizada de aquellas condiciones y criterios del artículo 10 que dan origen a la necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental;
d) Una predicción del impacto ambiental del proyecto o actividad, incluidas las eventuales situaciones de riesgo;
e) Las medidas que se adoptarán para minimizar los efectos adversos del proyecto o actividad y las acciones de restauración que se realizarán, cuando ello sea procedente;
f) Un plan de seguimiento de las variables ambientales relevantes que dan origen al Estudio de Impacto Ambiental, y
g) Un plan de cumplimiento de la legislación ambiental aplicable.
Articulo 12.- Para los efectos de elaborar y calificar un Estudio de Impacto Ambiental, el proponente y la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, deberán sujetarse al procedimiento que establezca el reglamento que dictará el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y contener, a lo menos, lo siguiente:
a) Lista de los permisos ambientales sectoriales, de los requisitos para su otorgamiento y de los contenidos técnicos y formales necesarios para acreditar el cumplimiento de tales requisitos;
b) Contenidos mínimos detallados para la elaboración de los Estudios de Impacto Ambiental conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11, y
c) Procedimiento administrativo para la tramitación de los Estudios de Impacto Ambiental.
Artículo 13.- El procedimiento administrativo a que se refiere la letra c) del artículo anterior, deberá considerar los siguientes aspectos: 
a) Convocatoria y coordinación de los servicios públicos con atribuciones ambientales sectoriales que digan relación con el otorgamiento de permisos para el proyecto o actividad evaluado;
b) Fijación de plazos razonables para las diversas instancias internas del proceso de calificación, de un Estudio de Impacto Ambiental, de acuerdo a lo establecido en esta ley;
c) Definición de mecanismos de corrección o complemento de los Estudios de Impacto Ambiental, en el evento de que sea necesario, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 16;
d) Participación de organizaciones ciudadanas de conformidad con lo previsto en el artículo siguiente, y
e) La forma de notificación al interesado del pronunciamiento sobre el Estudio de Impacto Ambiental.
Artículo 14.- Corresponderá a las Comisiones Regionales o a la Nacional del Medio Ambiente, según el caso, establecer mecanismos que aseguren la participación informada de la comunidad en el proceso de calificación de Estudios de Impacto Ambiental. Para este efecto, la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, según corresponda, ordenará que el interesado publique a su costa, en un diario o periódico de la capital de la región o de circulación nacional, según sea el caso, un extracto del Estudio del Impacto Ambiental con los datos esenciales.
La publicación a que se refiere el inciso anterior deberá efectuarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la presentación del respectivo Estudio.
Las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, por intermedio de sus representantes, podrán imponerse del tenor de todos los documentos presentados por el interesado, con la sola excepción de aquellas materias que sea necesario mantener en reserva para proteger las invenciones o procedimientos patentables del respectivo proyecto o actividad.
A petición del interesado, la Comisión podrá dar carácter de reservado a la información comercial contenida en el respectivo Estudio de Impacto Ambiental.
Dentro de los sesenta días siguientes a la publicación del extracto, dichas organizaciones podrán formular observaciones al proyecto o actividad o al correspondiente Estudio, ante el organismo competente. Este último deberá recogerlas y ponderarlas en los fundamentos de la resolución en que se pronuncie sobre el respectivo Estudio.
Artículo 15.- La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, tendrá un plazo de ciento veinte días para pronunciarse sobre el Estudio de Impacto Ambiental. El pronunciamiento favorable sobre un Estudio de Impacto Ambiental, acompañará todos los permisos o pronunciamientos ambientales que deban o puedan ser otorgados por los servicios públicos competentes, de acuerdo con la legislación vigente.

En caso que la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, según corresponda, no pueda pronunciarse sobre el Estudio de Impacto Ambiental en razón de la falta de otorgamiento de algún permiso o pronunciamiento sectorial ambiental, este organismo requerirá al servicio público responsable para que, en el plazo de treinta días, emita el permiso o pronunciamiento, bajo apercibimiento de tenerlo por otorgado favorablemente.
Artículo 16.- La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, podrá solicitar las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al contenido del Estudio de Impacto Ambiental que estime necesarias, dentro del mismo plazo de ciento veinte días. En casos calificados y debidamente fundados podrá ampliar, por una sola vez, el referido plazo, hasta por sesenta días adicionales.
En caso de pronunciamiento desfavorable sobre un Estudio de Impacto Ambiental, la resolución será fundada e indicará las exigencias específicas que el proponente deberá cumplir.
Artículo 17.- Si transcurridos los plazos a que se refieren los artículos 15 y 16, la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, no se ha pronunciado sobre el Estudio de Impacto Ambiental, éste se entenderá calificado favorablemente.
Artículo 18.- Los titulares de los proyectos o actividades que deban someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental y que no requieran elaborar un Estudio de Impacto Ambiental, deberán presentar una Declaración de Impacto Ambiental, bajo la forma de una declaración jurada, en la cual declaran que éstos cumplen con la legislación vigente.
No obstante lo anterior, la Declaración de Impacto Ambiental podrá contemplar compromisos ambientales voluntarios, no exigidos por la ley. En tal caso, el titular estará obligado a cumplirlos.
La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, tendrá un plazo de ciento veinte días para pronunciarse sobre la Declaración de Impacto Ambiental.
Si transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior, los servicios públicos competentes no hubieren otorgado los permisos o pronunciamientos ambientales sectoriales requeridos para respectivo proyecto o actividad, la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, a petición del interesado, requerirá al servicio público responsable para que, en el plazo de treinta días, multa el permiso o pronunciamiento correspondiente, bajo apercibimiento de tenerlo por otorgado honorablemente.
Artículo 19.- Las Comisiones Regionales o la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en su caso, publicarán el primer día hábil de cada mes, en un periódico de circulación regional o nacional, según corresponda, una lista de los proyectos o actividades sujetos a Declaración de Impacto Ambiental que se hubieren presentado a tramitación en el mes inmediatamente anterior, con el objeto de mantener debidamente informada a la ciudadanía.
Artículo 20.- Si la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, constatare la existencia de errores, omisiones o inexactitudes en la Declaración de Impacto Ambiental, podrá solicitar las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que estime necesarias. El Presidente de la Comisión podrá, en casos calificados y debidamente fundados, ampliar el plazo señalado en el inciso tercero del articulo 18, por una sola vez, y hasta por cuarenta y cinco días.
Podrán ser rechazadas las Declaraciones de Impacto Ambiental cuando no se subsanaren los errores, omisiones o inexactitudes de que adolezca o si el respectivo proyecto o actividad debe elaborar un Estudio de Impacto Ambiental, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley.
El reglamento establecerá la forma en que se notificará al interesado la decisión de la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, sobre la Declaración de Impacto Ambiental.
Artículo 21.- En contra de la resolución que niegue lugar a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante el Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. En contra de la resolución que rechace o establezca exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Estos recursos deberán ser interpuestos por el responsable del respectivo proyecto, dentro del plazo de treinta días contado desde su notificación. La autoridad competente resolverá en un plazo no superior a sesenta días contado desde su interposición, mediante resolución fundada.
Asimismo, se podrá reclamar de la resolución de la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, que rechace una Declaración de Impacto Ambiental o se pronuncie desfavorablemente sobre un Estudio de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 50 y siguientes de esta ley. Esta reclamación deberá interponerse dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación de la resolución pertinente.
Artículo 22.- Los proyectos del sector público, empresas del Estado y aquellos que obtengan financiamiento estatal, se someterán al sistema de evaluación de impacto ambiental establecido en el presente párrafo, y se sujetarán a las mismas exigencias técnicas, requerimientos y criterios de carácter ambiental aplicables al sector privado. Para este efecto, la Comisión Nacional del Medio Ambiente mantendrá permanentemente informado al Ministerio de Planificación y Cooperación sobre la materia.
Tratándose de estos proyectos, la presentación de los certificados e informes a que se refiere el artículo 7° corresponderá al Ministerio de Planificación y Cooperación, para que la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, según corresponda, decida sobre la materia.
La resolución de la respectiva Comisión del Medio Ambiente sobre el proyecto evaluado será obligatoria y deberá ser ponderada en la correspondiente evaluación socioeconómica de dicho proyecto que deberá efectuar el Ministerio de Planificación y Cooperación.
Artículo 23.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en este párrafo, la Comisión Nacional del Medio Ambiente procurará uniformar los criterios, requisitos, condiciones, antecedentes, certificados, tramites, exigencias técnicas y procedimientos que establezcan los Ministerios y demás organismos públicos competentes.
Los gobernadores, en conformidad al artículo 8° de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, conjuntamente con la respectiva Comisión Regional del Medio Ambiente, coordinarán con las municipalidades de su provincia el cumplimiento de lo establecido en el inciso anterior.
Párrafo 3°
De Las Normas de Calidad Ambiental y de la Preservación
de la Naturaleza y Conservación del
Patrimonio Ambiental
Artículo 24.- Mediante decreto supremo que llevará las firmas del Ministro Secretario General de la Presidencia y del Ministro de Salud, se promulgarán las normas primarias de calidad ambiental.
Estas normas serán de aplicación general en todo el territorio de la República, corresponderán a niveles de riesgo homogéneo, y definirán los niveles que originan situaciones de emergencia.
Mediante decreto supremo que llevará las firmas del Ministro Secretario General de la Presidencia y del ministro competente según la materia de que se trate, se promulgarán las normas secundarias de calidad ambiental.
Un reglamento establecerá el procedimiento a seguir para la dictación de normas de calidad ambiental, que considerará a lo menos las siguientes etapas: análisis técnico y económico, desarrollo de estudios científicos, consultas a organismos competentes, públicos y privados, análisis de las observaciones formuladas y una adecuada Publicidad. Establecerá además los plazos y formalidades que se requieran para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo.
Toda norma primaria de calidad ambiental será revisada a lo menos cada cinco años, aplicando el mismo procedimiento antes señalado.
La coordinación del proceso de generación de las normas de calidad ambiental, y la determinación de los programas de cumplimiento de las sistemas, corresponderá a la Comisión Nacional del Medio Ambiente.
Artículo 25.- Los organismos competentes del Estado desarrollarán programas de medición y control de la calidad ambiental del aire, agua y suelo para los efectos de velar por el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.
Artículo 26.- El Estado administrará un Sistema Nacional de Áreas Silvestres protegidas, con el objeto de tutelar la preservación de la naturaleza y conservar el patrimonio ambiental.
Con igual propósito, fomentará e incentivará la creación de áreas silvestres protegidas de propiedad privada, las que estarán afectas a igual tributación, derechos, obligaciones y cargas que las pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, en la forma y condiciones que establezca el reglamento.
Formarán parte de las áreas protegidas mencionadas en los incisos anteriores, los lagos, lagunas, tranques, cursos de aguas y pantanos situados dentro de su perímetro.
Las áreas silvestres protegidas de propiedad privada serán supervisadas por el organismo administrador del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.

Artículo 27.- Los organismos competentes del Estado confeccionarán y mantendrán actualizado un inventario de especies de flora y fauna silvestre y fiscalizarán las normas que imponen restricciones a su corte, captura, caza, comercio y transporte, con el objeto de adoptar las acciones y medidas tendientes a conservar la diversidad biológica y preservar dichas especies.
Los inventarios indicados en el inciso precedente privilegiarán las especies consideradas en alguna categoría de conservación.
Articulo 28.- El uso del suelo, re evitar su pérdida y degradación, será regulado por ley.
Párrafo 4°
De las Normas de Emisión
Artículo 29.- Las normas de emisión se establecerán mediante decreto supremo. Tratándose de materias que no correspondan a un determinado ministerio, tal decreto será dictado a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
Corresponderá a la Comisión Nacional del Medio Ambiente proponer, facilitar y coordinar la dictación de normas de emisión.
Párrafo 5°
De los Planes de Manejo, Prevención o Descontaminación
Artículo 30.- El uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables deberá efectuarse asegurando su capacidad de regeneración y la diversidad biológica asociada a ellos.
Artículo 31.- El organismo público encargado por la ley de regular el uso o aprovechamiento de los recursos naturales renovables en un área determinada podrá exigir la presentación y cumplimiento de planes de manejo de los mismos, a fin de asegurar su conservación.
Estos incluirán, entre otras, las siguientes consideraciones ambientales:
a) Mantención de caudales de aguas conservación de suelos;
b) Mantención del valor paisajístico, cuando éste reúna características de patrimonio ambiental, y
c) Protección de especies incluidas en alguna categoría de conservación.
Artículo 32.- La declaración de una zona del territorio como saturada o latente se hará por decreto supremo que llevará la firma del Ministro Secretario General de la Presidencia. Llevará además la firma del Ministro de Salud, si se trata de la aplicación de normas primarias de calidad ambiental, o al ministro sectorial que corresponda, si se trata de normas secundarias de calidad ambiental.
Esta declaración tendrá como fundamento las mediciones, certificadas por los organismos públicos competentes, en las que conste haberse verificado la condición que la hace procedente. El procedimiento estará a cargo de la Comisión Regional del Medio Ambiente. Si la zona objeto de la declaración se sitúa en distintas regiones, el procedimiento estará a cargo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.
Articulo 33.- Mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que llevará además la firma del ministro sectorial que corresponda, se establecerán planes de prevención o de descontaminación, cuya aplicación será obligatoria en las zonas calificadas como latentes o saturadas, respectivamente.
La elaboración de estos planes y su proposición a la autoridad competente para su establecimiento corresponderá a la Comisión Nacional del Medio Ambiente, previo informe de la Comisión Regional respectiva. Para estos efectos se seguirá el mismo procedimiento y etapas establecidos en el inciso tercero del articulo 24 ce la presente ley.
Artículo 34.- Los planes de prevención y descontaminación contendrán, a lo menos:
a) La determinación precisa del área geográfica que abarcan;
b) La relación que exista entre los niveles de emisión totales y los niveles de contaminantes a ser regulados;
c) El plazo en que se espera alcanzar la reducción de emisiones materia del plan;
d) La indicación de los responsables de su cumplimiento;
e) La identificación de las autoridades a cargo de su fiscalización;
f) Los instrumentos de gestión ambiental que se usarán para cumplir sus objetivos;
g) La proporción en que deberán reducir sus emisiones las actividades responsables de su emisión de los contaminantes a que se refiere el ______, la que deberá ser igual para todas ellas;
h) La estimación de sus costos económicos y sociales, e 
i) La proposición, cuando sea posible, de mecanismos de compensación de emisiones.
Las actividades contaminantes ubicadas en zonas afectas a planes de prevención o descontaminación, quedarán obligadas a reducir sus emisiones a niveles que permitan cumplir los objetivos del plan un plazo razonable.
Artículo 35.- En aquellas áreas en que esté aplicando un plan de prevención o descontaminación, sólo podrán instalarse industrias o empresas productoras de bienes o servicios que cumplan  los requisitos establecidos en el respectivo plan. Su modificación estará a cargo de la respectiva Comisión Regional del Medio Ambiente, o de la Comisión Nacional del Medió Ambiente si el plan abarca más de una región.
Articulo 36.- Los planes de prevención o descontaminación podrán utilizar, según corresponda, instrumentos de regulación o de carácter económico , tales como:
a) Normas de emisión;
b) Permisos de emisión transables;
c) Impuestos a las emisiones o a los usuarios, en los que se considerará el impacto ambiental implícito en la producción o uso de ciertos bienes o servicios;
d) Otros instrumentos de estímulo a prácticas o actividades de mejoramiento y restauración ambientales.
Artículo 37.- La ley establecerá la naturaleza y las formas de asignación, división, transferencia, duración y demás características de los permisos de emisión transables. 
Párrafo 6°
De las Situaciones de Emergencia Ambiental
Articulo 38.- Cuando se alcancen los niveles de contaminación ambiental que originen situaciones de emergencia de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, se aplicarán medidas que podrán incluir todas o algunas de las siguientes restricciones especificas al ejercicio de los derechos constitucionales que se indican:
a) El derecho de propiedad, en cuanto al uso de vehículos motorizados, en todo o parte de las comunas y regiones que se señalen y por los períodos y con las modalidades que regule la autoridad competente;
b) El derecho de reunión, cuando se ejerza en plazas, calles y demás lugares de uso público en los días y en las horas que, en cada ocasión, regule la autoridad competente;
c) La libertad de trabajo, cuando se ejerza en empresas, industrias, faenas o actividades que produzcan o puedan incrementar la contaminación ambiental, restricción que se mantendrá los días, horas ycon las modalidades que regule la autoridad competente, y
d) El derecho a desarrollar cualquier actividad económica, cuando se ejerza por empresas, industrias, faenas o actividades que produzcan o puedan incrementar la contaminación ambiental, en los días, horas y con las modalidades que regule la autoridad competente.
Artículo 39.- En las mismas situaciones señaladas en el artículo anterior podrán establecerse, además, limitaciones a la propiedad de empresas, industrias, faenas o actividades de cualquier naturaleza que emitan o produzcan elementos que contaminen el ambiente o puedan producir grave daño a la salud de los habitantes, en lo relativo al derecho de uso y goce de ellas, en los días, horas y con las modalidades que regule la autoridad competente.
Artículo 40.- Las restricciones que de adopten en virtud de los dos artículos precedentes, no podrán prolongarse más allá de la situación de emergencia.
Los decretos supremos que se dicten conforme a ellos serán fundados y se cumplirán sin esperar el trámite de toma de razón por parte de la Contraloría General de la República.
Artículo 41.- Se establecerán regulaciones especiales de carácter permanente para las emisiones, las que serán aplicadas cuando éstas sobrepasen los niveles de contaminación que originan situaciones de emergencia, de acuerdo a lo establecido en el artículo 24.
Estas regulaciones especiales tendrán por objeto definir las emisiones totales máximas, en un área geográfica determinada, que regirán durante el período necesario para recuperar los niveles de normalidad de los índices de calidad ambiental en esa área. Asimismo indicarán las autoridades competentes encargadas de su aplicación y fiscalización y establecerán las obligaciones de medición y control que correspondan.
Todas las actividades ubicadas en el área geográfica donde se apliquen las regulaciones especiales, deberán reducir sus emisiones para cumplir con los niveles requeridos. Se exceptúan de lo dispuesto en este inciso los vehículos policiales, ambulancias y de bomberos.
Estas regulaciones especiales se establecerán mediante decreto supremo que llevará las firmas del Ministro Secretario General de la Presidencia, del Ministro de Salud Pública y de los ministros sectoriales que correspondan.
El procedimiento a seguir para la dictación de estas regulaciones especiales deberá considerar análisis técnicos y económicos, desarrollo de estudios científicos, consultas a organismos competentes, públicos y privados, análisis de las observaciones formuladas y una adecuada publicidad.
TITULO III
DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL
Párrafo 1°
Del Daño Ambiental
Artículo 42.- Todo el que culpable o dolosamente cause daño ambiental, deberá responder del mismo en conformidad a la presente ley.
Sin perjuicio de lo anterior, en todo aquello que no esté regulado por esta ley, se aplicarán las normas del Titulo XXXV del Libro IV del Código Civil.
Articulo 43.- Se presume la responsabilidad del causante, si el daño ambiental se produce por infracción a las normas de calidad ambiental, a las normas de emisiones, a los planes de prevención o de descontaminación, a las regulaciones especiales para los casos de emergencia ambiental o a las normas sobre protección, preservación o conservación ambientales, establecidas en la presente ley o en otras disposiciones legales o reglamentarias.
Articulo 44.- De la responsabilidad por daño ambiental emana, sin perjuicio de la acción indemnizatoria ordinaria, la acción ambiental que tiene !f por objeto obtener la restauración, si fuere posible, del daño causado.
Artículo 45.- Son titulares de la acción ambiental señalada en el artículo anterior y con el sólo objeto de obtener la restauración, el Estado y el particular personalmente afectado, sin perjuicio del derecho de este último a reclamar indemnización ordinaria, si procediere.
Cualquier persona podrá también entablar la acción ambiental, cuando no sea posible definir con precisión al afectado. En este último caso, sólo se dará curso a la respectiva demanda previa caución suficiente.
Artículo 46.- Sólo el personalmente afectado podrá entablar acción indemnizatoria ordinaria por daño ambiental en contra de los titulares de fuentes emisoras sujetas a planes de prevención o descontaminación, o a regulaciones especiales para situaciones de emergencia, según corresponda, si éstos acreditaren estar dando íntegro y cabal cumplimiento a las obligaciones establecidas en tales planes o regulaciones, a menos que el daño provenga de causas no contempladas en el respectivo plan, en cuyo caso se aplicará lo dispuesto en el artículo anterior.
Artículo 47.- Los responsables de fuentes emisoras que no cumplan con los planes de prevención o descontaminación, o con las regulaciones especiales para situaciones de emergencia ambiental, podrán ser sancionados con:
a) Amonestación;
b) Multas entre diez y mil unidades tributarias mensuales, y
c) Clausura temporal o definitiva.
En todos estos casos, el juez podrá, según la gravedad de la infracción, ordenar la suspensión inmediata de las actividades emisoras u otorgar a los infractores un plazo para que se ajusten a las normas.
Si cumplido dicho plazo los responsables de fuentes emisoras continúan infringiendo las normas contenidas en los respectivos planes o regulaciones especiales, serán sancionados con una multa adicional de dos a cuarenta unidades tributarias mensuales diarias.
Los responsables de fuentes emisoras sancionados en conformidad con este artículo, no podrán ser objeto de sanciones por los mismos hechos, en virtud de lo dispuesto en otros textos legales.
Artículo 48.- El juez, al momento de imponer las multas señaladas en el artículo precedente, y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:
a) La gravedad de la infracción. Para tal efecto tendrá en cuenta, principalmente, los niveles en que se haya excedido la norma, o el incumplimiento de las obligaciones establecidas en un plan de prevención o descontaminación, o en las regulaciones especiales para planes de emergencia;
b) Las reincidencias, si las hubiere;
c) La capacidad económica del infractor, y 
d) El cumplimiento de los compromisos contraídos en las Declaraciones o en los Estudios de Impacto Ambiental, según corresponda.
Artículo 49.- Se podrá ocurrir ante el juez competente para solicitar la aplicación de lo dispuesto en el artículo 47, por las personas y en la forma señalada en el artículo 45, sin que ello obste al ejercicio de las acciones que en esta última disposición se establecen.
Párrafo 2°
Del Procedimiento
Artículo 50.- Será competente para conocer de las causas que se promuevan por infracción de la presente ley, el juez de letras en lo civil del lugar en que se origine el hecho que causa el daño, o el del domicilio del afectado a elección de este último.
Artículo 51.- Las causas a que se refiere el artículo anterior se tramitarán conforme al  procedimiento sumario.
La prueba pericial se regirá por las disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Civil, en todo lo que no sea contrario a lo siguiente: 
a) A falta de acuerdo entre las partes para la designación del o de los peritos, corresponderá al juez nombrarlo de una lista que confeccionará la Comisión Nacional del Medio Ambiente, conforme a un reglamento que se dictará al efecto;
b) Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases de estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo, y
c) El informe pericial definitivo deberá entregarse en tantas copias como partes litigantes existan en el juicio. Habrá un plazo de quince días para formular observaciones al informe.
Los informes emanados de los organismos públicos competentes serán considerados y ponderados en los fundamentos del respectivo fallo.
Artículo 52.- El juez apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica y será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil.
Artículo 53.- La acción ambiental y las acciones civiles emanadas del daño ambiental prescribirán en el plazo de diez años, contado desde la  manifestación del daño.
TITULO IV
DE LA FISCALIZACIÓN
Articulo 54.- Corresponderá a los ministerios, organismos públicos y municipales que, en uso de sus facultades legales, participan en el sistema evaluación de impacto ambiental, fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la base de los cuales se aprobó el Estudio de Impacto Ambiental o se aceptó la Declaración de Impacto Ambiental. Dichas autoridades tendrán facultad para amonestar, imponer multas entre veinticinco y quinientas unidades tributarias mensuales, e incluso requerir la revocación de la aprobación o aceptación respectiva, sin perjuicio de su derecho a ejercer las acciones civiles o penales que sean procedentes.
En contra de las resoluciones a que se refiere el inciso anterior, se podrá recurrir, dentro del plazo de diez días, ante el juez y conforme al procedimiento que señalan los artículos 50 y siguientes, previa consignación del equivalente al 10% del valor de la multa aplicada, en su caso, sin que esto suspenda el cumplimiento de la resolución revocatoria, y sin perjuicio del derecho del afectado a solicitar orden de no innovar ante el mismo juez de la causa.
Artículo 55.- Los ministerios, organismos públicos y municipales que señale la ley, fiscalizarán el cumplimiento de los planes de prevención o de descontaminación, o de las regulaciones especiales para las situaciones de emergencia.
TITULO FINAL
DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE
Párrafo 1°
Naturaleza y Funciones
Artículo 56.- La Comisión Nacional del Medio Ambiente es un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios especiales que pueda establecer en otros puntos del país.
Los órganos de la Comisión serán el Consejo Directivo, la Dirección Ejecutiva, el Consejo Consultivo, y las Comisiones Regionales del Medio Ambiente.
Artículo 57.- Corresponderán a la Comisión, en particular, las siguientes funciones:
a) Proponer al Presidente de la República las políticas ambientales del gobierno;
b) Informar periódicamente al Presidente de la República sobre el cumplimiento y aplicación de la legislación vigente en materia ambiental;
c) Actuar como órgano de consulta, análisis, comunicación y coordinación en materias relacionadas con el medio ambiente; 
d) Mantener un sistema nacional de información ambiental de carácter público;
e) Colaborar con las autoridades competentes en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación y difusión ambiental, orientados a la creación de una conciencia nacional sobre la protección del medio ambiente, la preservación la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, y a promover la participación ciudadana en estas materias;
f) Coordinar a los organismos competentes en materias vinculadas con el apoyo internacional a proyectos ambientales, y ser, junto con Agencia de Cooperación Internacional del Ministerio de Planificación Nacional, contraparte técnica nacional en proyectos ambientales con financiamiento internacional;
g) Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, y
h) Asumir todas las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.
Párrafo 2°
Del Consejo Directivo
Artículo 58.- La Dirección Superior de la Comisión corresponderá a un Consejo Directivo integrado por el Ministro Secretario General de la Presidencia, quien lo presidirá con el título de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y por los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, Obras Públicas, Agricultura, Salud, Minería, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, y Planificación y Cooperación.
En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.
Artículo 59.- Corresponderá al Consejo Directivo:
a) Ejercer y hacer cumplir las funciones enunciadas en el artículo 57 de esta ley;
b) Velar por la coordinación en materia ambiental, entre los ministerios, organismos y : servicios públicos;
c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos y políticas establecidos por la Comisión;
d) Proponer al Presidente de la República proyectos de ley y actos administrativos relativos a materias ambientales, sin perjuicio de las funciones propias de otros organismos públicos;
e) Promover la coordinación de las tareas de fiscalización y control que desarrollan, en materia ambiental, los diversos organismos públicos y municipalidades ;
f) Aprobar el programa anual de actividades y el proyecto de presupuesto de la Comisión y sus modificaciones;
g) Aprobar las bases generales de administración de los recursos destinados al financiamiento de proyectos y de actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental;
h) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes, para el cumplimiento de sus fines propios;
i) Delegar parte de sus funciones y atribuciones en el Presidente, Director Ejecutivo, en los demás funcionarios de la Comisión y, para materias específicas, en comités que al efecto constituya;
j) Aprobar la organización interna de la Comisión y sus modificaciones, a propuesta del Director Ejecutivo;
k) Adoptar todos los acuerdos que sean necesarios para el buen funcionamiento de la Comisión;
1) Conocer del recurso de reclamación en materia de Estudio de Impacto Ambiental el caso del artículo 21, oyendo al Consejo Consultivo, y
m) Asumir todas las demás funciones  y atribuciones que la ley le encomiende.
Artículo 60.- Los acuerdos adoptados por el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente serán ejecutados por los organismos y servicios públicos competentes.
Artículo 61.- El Consejo Directivo se reunirá periódicamente en sesiones ordinarias. Su Presidente, de propia iniciativa o a petición de otro sus miembros, podrá convocar a sesiones extraordinarias. El quorum para sesionar será de cinco consejeros y los acuerdos se adoptarán por mayoría de los que asistan. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente del Consejo, o de quien lo reemplace.
Artículo 62.- Los proyectos o actividades a que se refiere la letra q) del artículo 59, cuyo monto no exceda del equivalente a quinientas unidades de fomento, serán seleccionados por el Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, según bases generales definidas por el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.
Cuando los proyectos excedan el monto señalado, el proceso de selección deberá efectuarse mediante concurso público, sujetándose a las bases generales citadas en el inciso anterior, debiendo oírse al Consejo Consultivo a que se refiere el Párrafo 4º del Título Final.
Párrafo 3°
De la Dirección Ejecutiva
Artículo 63.- La administración de la Comisión Nacional del Medio Ambiente corresponderá al Director Ejecutivo, quien será designado por el Presidente de la República. El Director Ejecutivo será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación legal.
Artículo 64.- Corresponderán al Director Ejecutivo las siguientes funciones:
a) La administración superior del servicio;
b) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo Directivo, y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;
c) Proponer al Consejo Directivo el programa anual de actividades del Servicio, así como Cualesquiera otras materias que requieran de su estudio o resolución;
d) Preparar el proyecto de presupuesto de la Comisión para someterlo al Consejo Directivo, y proponer las modificaciones presupuestarias que se requieran;
e) Proponer al Consejo Directivo la organización interna del Servicio y sus modificaciones;
f) Asistir con derecho a voz, a las sesiones del Consejo Directivo;
g) Informar periódicamente al Consejo Directivo acerca de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones;
h) Designar y contratar personal, y poner término a sus servicios, sin perjuicio de las atribuciones que en esta materia se le confieren al Consejo Directivo;
i) Designar a los Directores Regionales de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 68;
j) En cumplimiento de sus funciones, adquirir y administrar bienes muebles, así como celebrar los actos o contratos que sean necesarios para tal cumplimiento;
k) Conocer el recurso de reclamación en materia de Declaración de Impacto Ambiental en el caso del artículo 21 de la presente ley;
l) Administrar los recursos destinados al financiamiento de proyectos y de actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, conforme a las bases generales fijadas por el Consejo Directivo;
m) Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios del Servicio;
n) Vincularse técnicamente con los organismos internacionales dedicados al tema ambiental, sin perjuicio de las atribuciones que le corresponden al Ministerio de Relaciones Exteriores;
o) Conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios del Servicio, con las facultades de ambos incisos del artículo 7° del Código Procedimiento de Civil, y
p) En general, dictar las resoluciones y ejercer las demás facultades legales y reglamentarias que sean necesarias para la buena marcha del Servicio.
Artículo 65.- El Director Ejecutivo, previa aprobación del Consejo Directivo, podrá crear y presidir Comités y Subcomités Operativos formados por representantes de los ministerios, servicios y demás organismos competentes para estudio, consulta, análisis, comunicación y coordinación en determinadas materias relativas al medio ambiente.
De igual forma y con el mismo objetivo, podrá crear comités consultivos con participación de personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado.
Párrafo 4
Del Consejo Consultivo
Articulo 66.- Habrá un Consejo Consultivo del Medio Ambiente presidido por el Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente e integrado por:
a) Dos científicos, propuestos en quina por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas;
b) Dos representantes de Organizaciones no gubernamentales que tengan por objeto la preservación, conservación o protección del medio ambiente;
c) Un representante de entidades privadas dedicadas al estudio o investigación de los diversos aspectos vinculados al medio ambiente;
d) Dos representantes del empresariado, propuestos en quina por la organización empresarial de mayor representatividad en el país;
e) Dos representantes de los trabajadores, propuestos en quina por la central sindical de mayor representatividad en el país, y
f) Un representante del Presidente de la República.
Los consejeros serán nombrados por el Presidente de la República por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un reglamento establecerá el funcionamiento del Consejo.
Artículo 67.- Corresponderá al Consejo Consultivo absolver las consultas que le formule el Consejo Directivo, emitir opiniones sobre los anteproyectos de ley y decretos supremos que fijen normas de calidad ambiental y de emisión que les sean sometidos a su conocimiento, y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Consejo Directivo y la ley.
Párrafo 5°
De las Comisiones Regionales del Medio Ambiente
Artículo 68.- La Comisión Nacional del Medio Ambiente se desconcentrará territorialmente a través de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente.
En cada región del país habrá un Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Ejecutivo, el que lo designará de una quina propuesta al efecto por el correspondiente Gobierno Regional.
Artículo 69.- Las Comisiones Regionales del Medio Ambiente estarán integradas por el Intendente, quien las presidirá, por los gobernadores de la región, por los secretarios regionales ministeriales de los ministerios a que se refiere el artículo 58, por dos consejeros regionales elegidos por el respectivo Consejo en una sola votación, y por el Director Regional de la Comisión del Medio Ambiente, quien actuará como secretario.
Habrá además un Comité Técnico integrado por el Director Regional del Medio Ambiente, quien lo presidirá y por los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia de medio ambiente. 
Artículo 70.- Corresponderá a la Comisión Regional coordinar la gestión ambiental en el nivel regional, y cumplir las demás funciones que le encomiende la ley.
Artículo 71.- Las Comisiones a que se refiere este párrafo establecerán sistemas que aseguren una adecuada participación de las municipalidades y de las organizaciones sociales de la región, en todas aquellas materias referidas al medio ambiente.
Párrafo 6°
Del Patrimonio
Artículo 72.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:
a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;
b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier titulo;
c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier titulo, y
d) Las herencias, legados y donaciones que acepte el Consejo Directivo, las que quedarán exentas del trámite de insinuación.
Artículo 73.- El personal de la Comisión se regirá por las normas estatutarias establecidas en la ley Nº 18.834 y, en materia de remuneraciones, quedará sujeto al decreto ley Nº 249 de 1973 y sus normas complementarias. Dicho Servicio estará sometido al sistema de administración financiera del Estado regulado por el decreto ley N° 1.263, de 1975.
Artículo 74.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33-104 de la Partida Tesoro Público del Presupuesto de la Nación.
Artículo 75.- Todos los plazos establecidos en esta ley serán de días hábiles.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo 1°.- Para los efectos de dar cumplimiento al procedimiento de evaluación de impacto ambiental que se señala en el Párrafo 2° del Título II, la Comisión Nacional del Medio Ambiente, durante un plazo de seis meses contados desde la vigencia de esta ley, y mientras no se constituyan las Comisiones Regionales del Medio Ambiente, podrá analizar las tareas que se asignan a estas últimas.
Artículo 2°.- Las funciones y el personal de la Comisión Especial de Descontaminación de la Región Metropolitana, creada por decreto supremo N° 349, del Ministerio del Interior, de 1990, se traspasarán a la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana, en un plazo máximo de dos años, contado desde la vigencia de la presente ley. Mientras no se realice este traspaso, dicha Comisión Especial de Descontaminación ejercerá las funciones y atribuciones correspondientes a la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana.".
- - - - - - -

Acordado en las sesiones y con la asistencia de los HH. Senadores miembros de la Comisión, que a continuación se indican: 7 de octubre de 1992, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Hugo Ortiz de Filippi, Sergio Romero Pizarro (Carlos González Márquez) y Bruno Siebert Held; 14 de octubre de 1992, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Sergio Romero Pizarro y Bruno Siebert Held; 18 de noviembre de 1992, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Sergio Diez Urzúa (Hugo Ortiz de Filippi), Ricardo Hormazábal Sánchez (Carlos González Márquez) y Bruno Siebert Held; 16 de diciembre de 1992, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Alberto Cooper Valencia (Bruno Siebert Held), Sergio Diez Urzúa y Ricardo Hormazábal Sánchez; 6 de enero de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Carlos González Márquez y Bruno Siebert Held; 13 de enero de Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Hugo Ortiz de Filippi, Mario Papi Beyer (Carlos González Márquez) Bruno Siebert Held; 21 de enero de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held; 27 de enero de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Hugo Ortiz de Filippi, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held; 10 de marzo de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Hugo Ortiz de Filippi, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held; 17 de marzo de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Hugo Ortiz de Filippi, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held; 24 de marzo de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Hugo Ortiz de Filippi, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held; 30 de marzo de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held; 31 de marzo de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Hugo Ortiz de Filippi, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held, y 7 de abril de 1993, Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Mario Papi Beyer y Bruno Siebert Held.
Sala de la Comisión, a 8 de abril de 1993.
MARIA ANGELICA BENNET GUZMAN
Secretario de la Comisión
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